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CONCLUSIÓN

1. DELIMITACIÓN DE CONCEPTOS

Si se tiene que abordar un estudio, siquiera breve, como corresponde a esta aproximación a la responsabilidad que pueden asumir  terceros como consecuencia de un accidente de trabajo, habrá que delimitar varios conceptos: accidente de trabajo, quienes son los terceros, la razón de que se les puede exigir responsabilidad y, finalmente, de que responsabilidad estamos hablando.

En este sentido, dejando al margen el primer concepto a cuyo efecto basta remitirse a una noción amplia de accidente de trabajo que comprenda en definitiva el daño personal derivado de riesgos en el trabajo, que abarque, en esencia, lo que en materia de seguridad social puede entenderse como accidente de trabajo y enfermedad profesional – asimilados en este trabajo a los efectos que interesan -, hay que centrarse en el análisis de los otros aspectos esenciales mencionados.

A) QUIÉNES SON LOS TERCEROS

Para entender quienes son terceros hay que partir de una idea básica.

El trabajador tiene derecho a una protección eficaz frente a los riesgos en el trabajo y esa protección se la debe deparar su empleador – privado o público - (artículo 14 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de riesgos laborales).

Resulta así que jurídicamente existe una obligación de prevención que vincula a dos partes (empleado y empleador); de esa obligación se derivan derechos y obligaciones para ambas partes, aunque esencialmente la posición del trabajador es la de un acreedor de seguridad – pues es quien en definitiva padece los riesgos derivados de la actividad productiva –, y la del empleador es la de un sujeto deudor de seguridad pues, al ostentar los poderes directivos sobre la organización del trabajo, es quien, en definitiva, origina o asume dentro de esa organización los riesgos laborales que puedan existir.

Partiendo de esta relación jurídica, el concepto de terceros es claro, son todos aquellos que, en principio, resultan ajenos a ella y por tanto son todos aquellos que en una situación concreta no ostentan la condición de empleado sujeto al riesgo y de empleador del mismo. Ahora bien, el concepto debe precisarse más porque, si hablamos de responsabilidad, ésta esencialmente deriva de la posición jurídica de obligado que se da en esta relación. Es el deudor de seguridad el que puede asumir responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones, por no satisfacer la deuda en los términos a los que está obligado.

Este concepto es esencial porque entonces, además de la utilidad que puede tener para contemplar si pueden ser responsables o no sujetos que en principio no asumen esa deuda, nos remite claramente el concepto de tercero que instrumentalmente nos interesa en esta cuestión, entendiendo como tales a las personas que de algún modo se ven obligados también por la deuda de seguridad pero no son el empleador del trabajador.

Estos serían, pues, los terceros.  Delimitado así el concepto, es claro que pueden existir situaciones en las que ciertos sujetos aparentemente ajenos a esta relación aparezcan como responsables pero porque, en definitiva, asumen la posición del empleador, tal como ocurre en los supuestos en los que se acredite la existencia de un grupo de empresas relevante a efectos laborales, en los que se reconozca una situación de cesión prohibida de trabajadores o, finalmente, en los que se considere que el empresario real es distinto del aparente y por tanto también a ese “empresario real” le alcance la deuda de seguridad, como también puede pensarse en que la responsabilidad alcance a la empresa sucesora por las obligaciones de subrogación que puedan recaer sobre ella
.

En todos estos supuestos, sin duda, cabe pensar en que la deuda de seguridad o las consecuencias de su incumplimiento recaigan sobre personas que en el contrato de trabajo no figuren inicialmente como empleadores del trabajador o que no aparezcan así en la documentación de seguridad social, fiscal, etc., pero, pese a ello, no cabe calificarles como unos terceros en la relación que  analizo porque precisamente la razón para atribuirles responsabilidad es que, frente a esas apariencias, laboralmente se les puede considerar como empleadores del trabajador o equipararlos a esta posición
.

B) QUÉ RAZÓN EXISTE PARA CONSIDERAR RESPONSABLES A LOS TERCEROS

Claro es, si los terceros son en principio personas ajenas a la deuda de seguridad que el empleador tiene hacia su trabajador, hay que considerar una segunda cuestión pues habrá que delimitar que fundamento jurídico justifica que se les pueda atribuir alguna responsabilidad derivada de esa relación a la que en principio son ajenos.

En este aspecto la conclusión debe partir de que aunque la deuda de seguridad esencial se produce en la relación empleado-empleador, ésta no es la única relación en la que existen obligaciones en relación con los riesgos laborales.

En efecto, los procesos productivos actuales conducen a que la relación del trabajador pueda producirse o verse afectada por las actuaciones de diversas empleadores; al respecto basta remitirse a los supuestos de descentralización productiva, empresas de trabajo temporal, utilización de espacios de trabajo compartidos por distintos empleadores, etc.

En estos supuestos, como se irá analizando en concreto al estudiar cada uno de ello, las propias normas de seguridad y salud laboral establecen obligaciones para esos otros empleadores.

Las razones para atribuir responsabilidad a esos otros empleadores derivan en algunos casos de su especial relación con el proceso productivo,  bien por la titularidad del local en el que se trabaja o por el control del proceso productivo en el que se inserta el trabajador, bien por los riesgos que generan en el espacio de trabajo común.

En otros casos las razones son bien distintas y se derivan de una finalidad social, la de evitar que la descentralización productiva acabe en una disminución del nivel de garantía de la seguridad y salud laboral, que es en definitiva lo que justifica ciertas obligaciones atribuidas al empresario principal en los casos de contrata. 

Al respecto de todos estos supuestos resultarán aplicables, esencialmente, el artículo 24 de la LPRL, el desarrollo reglamentario del mismo producido mediante el Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, que debe integrarse en el sector de la construcción por lo dispuesto en el Real Decreto 1627/1997, que establece las disposiciones mínimassobre seguridad y salud en el sector y por lo dispuesto en la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción y en el vigente texto refundido de la Ley de Infracciones y Sociales en el orden social, aprobado por Real DecretoLegislativo 5/2000, de 4 de agosto (TRLISOS), especialmente los artículos 2, 11 a 13 y 42.3 del mismo.

Por otro lado, algunos otros sujetos distintos de los empleadores citados pueden verse afectados por obligaciones específicas de actuación en la materia. Estas obligaciones específicas pueden venir expresamente determinadas en algunas normas, por ejemplo en las citadas relativas al sector de la construcción en cuanto a los coordinadores de seguridad o, por citar otro caso, en el ámbito de la gestión de la prevención, las que tienen las entidades que se dedican a la actividad de servicio de prevención externo, como se desprende de las previsiones acerca de la necesidad de que suscriban una póliza de responsabilidad civil (artículo 23 d) del Reglamento de los Servicios de Prevención, aprobado por Real Decreto 39/1997, de 17 de enero) o, por citar otro elemento, de la posibilidad de que su defectuosa actuación les haga incurrir en una infracción administrativa (artículo 12.22 TRLISOS).

En otros casos esas obligaciones derivarán de las contrataciones o encargos efectuados por el empleador. En efecto, éste difícilmente puede gestionar toda la prevención, e incluso ciertos aspectos, como la vigilancia de la salud, tiene prohibido desarrollarlas y en otros casos por la dimensión de la empresa necesariamente tiene que acudir a auxiliarse de terceros (artículo 30 de la LPRL y Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, que aprueba el Reglamento de Servicios de Prevención). En estos casos el empleador delega sus obligaciones en otros empleados o se ayuda de auxiliares, en ocasiones con una formación especialmente técnica en atención a las funciones que han de desarrollar.

Es cierto que en estos casos la conducta de esas personas no exonerará al empleador de su responsabilidad (artículo 14.4 LPRL) e incluso puede verse obligado a responder por los actos de aquellos, como se analizará. Pero también es cierto que esas personas también pueden responder por el incumplimiento de las obligaciones normales derivadas de las funciones que les están atribuidas, no sólo en acciones de repetición, que de algún modo están previstas, además de en las normas generales, en el propio artículo 14.4 LPRL, sino porque les puede alcanzar responsabilidad civil o penal directamente exigible frente a todos ellos, como se verá, en atención a que sus conductas pueden entenderse dolosas o negligentes y, en el caso de la responsabilidad penal, puedan encuadrarse en alguna de las conductas típicas contempladas en el Código Penal.

Esto nos conduce a una conclusión adicional, la de la amplitud de los posibles terceros responsables. En efecto el proceso productivo es un ámbito de riesgo – mayor o menor según los casos, pero presente siempre – y en consecuencia en él existe una obligación de cuidado para todos quienes de algún modo intervienen o se relacionan con él, desde el propietario de un local hasta el propio compañero de trabajo de quien sufre un accidente de trabajo, pasando, por supuesto por quienes suministran maquinaria, materiales, etc.

Todos ellos se ven afectados por un principio básico, la obligación de poner el cuidado suficiente en sus actuaciones para no causar daño con las mismas
, si no lo hacen y eso deriva en un accidente de trabajo, todas estas personas podrán verse afectadas por supuestos de responsabilidad, generalmente en atención a las normas comunes, civiles y penales (artículo 1902 del Código Civil y diversos preceptos del Código Penal).

Finalmente cabe mencionar el supuesto específico de los empleadores que adoptan formas societarias, que adoptan la forma de persona jurídica. En estos casos cabe aludir a otros “terceros”, los administradores o gestores y directivos de la persona jurídica, en cuanto que son quienes adoptan las decisiones en nombre de la sociedad. Las consecuencias patrimoniales de sus actuaciones pueden recaer sobre la persona jurídica, en la medida que se han adoptado, en definitiva, por los órganos de las mismas, pero las consecuencias personales, fundamentalmente previstas en el ámbito penal, recaen sobre quienes directamente adoptan las decisiones que tienen relevancia penal y, por tanto, sobre los citados directivos, gestores, etc. Así se prevé específicamente en las normas penales (artículos 31 y 318 CP) y, por tanto, al margen de la responsabilidad social que pueda recaer sobre estas personas, sobre la que obviamente no me voy a detener, cabe considerar que, al menos en el ámbito penal, les alcanza responsabilidad por las decisiones que adopten en la gestión o en nombre de la persona jurídica.

En definitiva podemos considerar que pueden ser responsables como terceros:

a) Otros empleadores en atención a las obligaciones que específicamente se les exigen por su relación con el proceso productivo o por una finalidad social de garantizar el mayor nivel preventivo posible.

b) Otras personas por la posición que ocupan en la gestión de la prevención en atención a la que las normas les asignan obligaciones específicas.

c) Otras personas por la delegación o encargo de funciones en materia preventiva hecha por el empleador.

d) Las personas que actúan como órganos, administradores o directivos de las personas jurídicas, en cuanto asumen la responsabilidad por las decisiones que adoptan como tales en nombre de la persona jurídica.

e) Finalmente, cualquier persona que ocasione daños o incurra en una conducta dolosa o negligente penalmente típica en relación con un accidente de trabajo. 
C) LAS RESPONSABILIDADES QUE PUEDEN ASUMIR LOS TERCEROS

Como se ha visto, las responsabilidades que estos terceros pueden asumir son esencialmente similares a las que alcanzan a los empleadores, aunque no en todos los casos, como veremos, puede alcanzar a todos estos sujetos cualquier tipo de responsabilidad. En este sentido las que habrá que contemplar serán las siguientes:

a) La responsabilidad penal, en cuanto pueden ser considerados sujetos responsables del delito específico de riesgos laborales (artículos 316 a 318 CP) o de cualquier otro delito o falta genérico, inespecífico, pero que pueda resultar aplicable en los supuestos de accidente de trabajo (homicidio, lesiones, etc.).

b) La responsabilidad por infracciones administrativas, aunque sólo en aquellas conductas tipificadas en la LISOS y si se puede entender que el sujeto al que quiere exigirse responsabilidad puede ser sujeto responsable conforme al artículo 2 de la LISOS, lo que no siempre ocurre en relación con los terceros, como se verá.

c) La responsabilidad por seguridad social que, hecha exclusión de la responsabilidad por incumplimientos en la relación propia de seguridad social, se centra específicamente en lo previsto en los artículos 123.2 TRLGSS, en cuanto al recargo de prestaciones, y 127.3 TRLGSS, en cuanto a la reclamación de reintegro del gasto sanitario.

d) La responsabilidad privada de reparación de los daños que se deriva, en estos casos, especialmente del artículo 1902 del Código Civil.

Se cubre, pues, por hipótesis todas las responsabilidades posibles en materia de accidente de trabajo, aunque, como se verá y ya se ha anticipado algo al respecto, no todas estas responsabilidades pueden alcanzar a todos los sujetos, ya que algún caso las propias normas que las regulan determinan específicamente quienes pueden ser responsables y no siempre se alude a todos los terceros.

2. ELEMENTOS ESENCIALES A CONSIDERAR EN LA RESPONSABILIDAD DE LOS TERCEROS POR ACCIDENTE DE TRABAJO

A la hora de analizar la responsabilidad de terceros conviene precisar, antes de estudiar los diferentes supuestos concretos que son más comunes, algunos elementos generales que son imprescindibles para delimitar el problema. 

A) LOS TERCEROS PUEDEN SER RESPONSABLES

Como se ha visto, pueden existir terceros responsables y siempre que se den los supuestos normativamente previstos no hay exclusiones al respecto.

Esto es importante porque no puede establecerse una regla general que exonere siempre y en todos los supuestos a una determinada categoría de terceros (promotores, propietarios, compañeros de trabajo, etc.). Hipotéticamente todos pueden ser responsables, aunque al respecto cabe trazar una línea divisoria.

La responsabilidad nacerá del incumplimiento o cumplimiento defectuoso o negligente de las obligaciones de cada sujeto, pero no parece que pueda nacer de la falta de ejercicio de derechos reconocidos a los trabajadores o a sus representantes. El mero hecho de no ejercitar un derecho que podía haberse ejercido, por ejemplo denunciar una situación, paralizar el trabajo, o supuestos similares no pueden dar lugar a responsabilidad siempre y cuando, claro es, no hubiese obligación de actuar de ese modo.

Esta consideración me parece esencial porque lleva a excluir la posibilidad de exigir responsabilidades a los representantes de los trabajadores, delegados de prevención, delegados sindicales y similares por lo que pudiera ser una incorrecta defensa de los derechos de sus representados o, por supuesto, al propio trabajador por no haberse defendido a sí mismo en los términos posibles – por ejemplo abandonando el puesto de trabajo o negándose a trabajar en condiciones de inseguridad -. Esas actuaciones podrán ser censurables social o sindicalmente, en su caso, y en otros casos vendrán condicionadas por la realidad social que no siempre facilita el ejercicio de los derechos normativamente reconocidos, pero son irrelevantes a efectos de exigir responsabilidades en los términos que analizo, salvo, claro es, que pudiera evidenciarse algo que excede de lo comentado, como ocurriría en casos de connivencia con el empresario para ocultar la situación de inseguridad y supuestos similares, que son muy extremos y que normalmente jamás concurren.

Salvo esta matización no hay, pues, otras exclusiones genéricas en relación con los posibles terceros responsables. Es más, en la medida que las normas sobre seguridad y salud laboral son de derecho necesario mínimo y que gran parte de las responsabilidades son de orden público – seguridad social, infracciones administrativas, delitos y faltas -, no cabe pactar sobre esta materia a efectos de eludir responsabilidades e incluso en las responsabilidades de ámbito privado, el acuerdo entre dos posibles responsables para eludir la responsabilidad de uno de ellos debe reputarse contra un pacto nulo, siquiera en la medida que perjudica a terceros, al disminuir las garantías para el posible accidentado.

Son inadmisibles pues, en general, los pactos que pretenden eludir esta responsabilidad
, al menos en cuanto a la situación frente al accidentado, pese a que en alguna sentencia del orden civil
 se atribuye alguna eficacia a estos pactos, especialmente para justificar que en una cadena de contratos no existían relaciones de dependencia entre dos empresas, al haber asumido una de ellas contractualmente todas las obligaciones de seguridad y salud, algo que es manifiestamente incorrecto en mi opinión por las razones expuestas. 

En su caso esos pactos surtirán efectos, en cuanto sean admisibles, entre quienes los realicen produciendo sus efectos entre las acciones que entre ellos se produzcan a efectos del reparto o distribución de lo pagado por alguno de los responsables.

A mayor abundamiento el propio hecho de realizar pactos en fraude de ley para eludir ciertas responsabilidades preventivas puede constituir, ya de por sí, una infracción administrativa tipificada en el artículo 13.14 TRLISOS.

B) LA RESPONSABILIDAD DE TERCEROS NO EXCLUYE NECESARIAMENTE LA DEL EMPLEADOR

Ya se dijo que conforme al artículo 14.4 LPRL la actuación de terceros en materia preventiva no excluye la responsabilidad del empleador. Esta regla se reafirma en el ámbito de la construcción por lo dispuesto en el artículo 11.3 del RD 1627/1997, de 24 de octubre que aprueba las disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción, pues dicho precepto establece que la responsabilidad de los coordinadores, de la dirección facultativa y del promotor no exonerarán de responsabilidad a los contratistas (empresario principal) y subcontratistas.

Cabe aludir así a una responsabilidad del empresario por los actos de los terceros.

Los supuestos esenciales que al respecto pueden analizarse se concretan, en principio, en dos: los actos de sus empleados y los actos de sus auxiliares, que pueden no ser empleados suyos, como ocurre, por ejemplo, con la delegación de tareas preventivas en un servicio de prevención externo; a ellos deberá unirse la posibilidad de responsabilidad concurrente de varios empleadores a la que también se aludirá en otro apartado.

a) La responsabilidad del empresario por los actos de sus empleados 

Si se analizan las distintas responsabilidades que al respecto pueden concurrir cabe establecer, según creo, las siguientes conclusiones:

1º) En el ámbito penal.

No parece que el empresario pueda tener responsabilidad penal por actos de sus empleados, más allá de las consecuencias en orden a la solidaridad en la pena de multa (31 CP), a la responsabilidad en defecto de ellos en materia de resarcimiento de los daños (120 CP) y a las posibles medidas accesorias que sobre él podían recaer (129 CP) a las que también se ha hecho mención ya. 

El principio de imputación personal impediría, en estos casos, exigir responsabilidad penal al empresario, salvo que se entendiese que omitió deberes de vigilancia que le correspondían o que conocía y consintió los hechos y tal conducta pudiese tener encaje en alguno de los tipos penales establecidos
. 

2º) En el ámbito de las infracciones administrativas.

En mi opinión la situación puede ser más discutible en el ámbito administrativo, en el de las infracciones, porque todas ellas reflejan conductas típicas en las que se está contemplando esencialmente el incumplimiento de obligaciones empresariales y el empresario tiene una clara obligación general de atenderlas, impidiendo que los incumplimientos puedan producirse por actos de sus empleados. 

En estos casos, como se ha expuesto doctrinalmente, la solución de no imputar al empresario por el simple hecho de que la infracción derive de un empleado suyo es insatisfactoria pues conduce a amplios campos de impunidad, pero también es compleja la solución de imputar sin más al empresario
, pues estamos en materia sancionadora en la que la imputación es a título personal. 

Posiblemente sea cierto que el principio general deba ser partir del empresario como sujeto responsable en cuanto que titular del poder de dirección y de las obligaciones concretas cuya infracción se produce
, pero la solución me parece más compleja y debe huirse del automatismo. 

Entiendo que la responsabilidad empresarial deberá valorarse desde la posición del empresario obligado que debe vigilar los actos de sus empleados para que no se produzcan incumplimientos de sus obligaciones; así, el grado de vigilancia, la diligencia empresarial, la adopción de medidas razonables para el cumplimiento de sus obligaciones, es lo que determinará si el empresario puede exonerarse de responsabilidad, valorándose así si resulta o no culpable
. 

Por ello, no hay que partir, sin más, de que el empresario sea responsable administrativo por los actos de sus empleados
, aunque ciertamente sí lo será en numerosos casos y de hecho en ocasiones las propias normas administrativas prevén expresamente la concurrencia de responsabilidad por actos que, en principio, podrían ser atribuidos a los empleados, como se aprecia claramente en las infracciones administrativas tipificadas en el artículo 12.24. apartados d) y e) del TRLISOS, en las que se considera responsable al promotor por el incumplimiento por parte de los coordinadores en materia de seguridad y salud de las obligaciones establecidas en el Real Decreto 1627/1997 antes citado, lo que, por cierto, ha sido objeto de serias críticas ante la dificultad que precisamente se plantea en muchos de estos casos para que el promotor controle la actuación de esos empleador por los cometidos técnicos que desarrollan
.

3º) En el ámbito de la seguridad social.

En materia de seguridad social donde puede plantearse el problema es en general en cuanto al recargo de prestaciones; por su dependencia de la infracción en materia preventiva o al menos por su estrecha relación con los supuestos de incumplimiento de normas preventivas que pudieran dar lugar a ella, cabe reiterar cuanto se ha dicho acerca de la responsabilidad administrativa.

4º) En el ámbito de la reparación de daños en el orden privado.

Finalmente, en materia de responsabilidad de orden privado, en la reparación de los daños, el empleador es responsable por los actos de sus empleados (artículo 1903 CC)
, sin perjuicio de las acciones de repetición que procedan (artículo 1904 CC), en una responsabilidad que es muy objetivada, aunque en la interpretación jurisprudencial no absolutamente, pues siempre cabrá la demostración – difícil en muchos casos – de que se agotó absolutamente toda la diligencia exigible al empresario
.

En todo caso, en este ámbito, la condición de empleado no necesariamente se asocia a la existencia de un contrato laboral. Este es el supuesto más normal, pero se ha admitido también la aplicación de esta responsabilidad por actos de empleados en los casos en que se establecen contratos entre empresas para la realización de obras o trabajos, pero existiendo relaciones entre ellas de dependencia o subordinación derivadas de que el comitente o dueño de la obra se reserva facultades de vigilancia de los trabajos y, en su caso, de participación en ellos
. 

Por el contrario, cuando esa relación de dependencia no existe no procede la aplicación de responsabilidad ex artículo 1903 del Código Civil
, lo que puede entenderse correcto pero no si se extiende la posibilidad a la exclusión de dependencia en atención, meramente, al contrato suscrito entre los distintos empresarios en virtud de cuyas cláusulas, sólo uno de ellos asume las obligaciones de seguridad y salud en relación con sus trabajadores
, pacto que no debe prevalecer sobre las normas laborales, de seguridad y salud laboral que imponen obligaciones a los distintos empleadores implicados en una relación de contrata y que son de derecho necesario mínimo (artículo 2.2. LPRL), no eludibles por pactos en contrario, tal como ya se razonó. Esos pactos podrán aplicarse, en su caso, en supuestos distintos de la contrata pero no en ella.

b) La responsabilidad del empresario por los actos de sus auxiliares 

Mucha similitud guarda con cuanto se acaba de exponer la utilización por parte del empresario de auxiliares en el cumplimiento de sus obligaciones, esto es, de personas en las que delega sus facultades de dirección o de personas o entidades a las que encarga la gestión de sus obligaciones – por ejemplo asesorías, gestorías y similares -, o de las que se sirve para cumplir obligaciones de carácter técnico – por ejemplo, técnicos preventivos y médicos, servicios de prevención externos, etc.  -. 

En principio, si estos auxiliares son empleados del empresario estarían en la misma situación que antes se ha analizado; en el caso de que no lo fuesen, bien porque se trata de entidades o empresas contratadas por el empresario o de personal de las mismas, no puede ignorarse que están asumiendo por encargo del empresario la gestión de obligaciones que a él incumben y por ello, en general, cabe también remitirse a cuanto antes se dijo. 

Ahora bien, hay que introducir un matiz esencial. En muchos casos el empresario acude a auxiliares por la complejidad técnica para cumplir una determinada obligación. Nos encontramos así ante una situación a valorar. Por un lado, las normas han impuesto al empresario una determinada obligación; por otro, esa obligación tiene unas connotaciones técnicas que escapan al conocimiento y posibilidad de cumplimiento y control directo del empresario medio. En estos casos decir sin más que, como la obligación es del empresario, cualquier incumplimiento le resulta imputable, supone desconocer la complejidad técnica del cumplimiento; por el contrario, decir que ante la complejidad técnica la responsabilidad es exclusivamente del técnico o entidad externa, es olvidar que estamos ante una obligación empresarial
. 

Por otro lado aunque el artículo 14.4 LPRL señala que, la atribución de funciones en materia de prevención o protección a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades especializadas para el desarrollo de las actividades de prevención, no eximen al empresario del cumplimiento de sus deberes en la materia, sin perjuicio de las acciones que pueda entablar contra esas otras personas, esto no puede ser objeto de una interpretación sin matices.

En efecto, en primer lugar conviene no olvidar que estas entidades pueden ser, también, responsables directamente, como evidencia al respecto, por ejemplo, que se tipifique como infracción administrativa el incumplimiento por las entidades que actúan como servicios de prevención de las actividades concertadas, o que en el artículo 23 d) del Reglamento de los Servicios de Prevención, aprobado por Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, se obligue a las entidades que actúan como servicios de prevención externo a tener suscrita una póliza de responsabilidad.

Pero, esencialmente, una interpretación simplista que llevase a pensar que en estos supuestos el empresario es siempre responsable  y que, en su caso, puede dirigir acciones de repetición conforme a los artículos 1903 y 1904,  no me parece absolutamente satisfactoria. 

Estamos ante obligaciones muy complejas y técnicas y por ello precisamente el empleador acude a ese auxilio técnico. Si este no es correcto ¿responde necesariamente el empresario?  Pero, si se le exonera de responsabilidad se abre una vía en extremo fácil para lograr la impunidad.

Las soluciones deben ser razonables, reproduciendo los posibles supuestos de exoneración en relación con la responsabilidad por los actos de los empleados que, aunque excepcionales, existen y añadiendo alguna consideración adicional. 

En primer lugar hay que establecer que la delegación del cumplimiento de obligaciones técnicas o complejas no exonera de responsabilidad sin más al empresario, que no puede, una vez hecho ese encargo, desentenderse ya de esas obligaciones
. 

Ahora bien, si ciertamente las obligaciones delegadas son técnicas y complejas, la responsabilidad del empresario quedará reducida, normalmente, al deber de vigilancia sobre las tareas de esas personas y sobre las situaciones que pueda controlar, además de que, como es lógico, el encargo de tareas deberá hacerse a personas o entidades solventes, dotadas de la formación, información y medios necesarios para asumir lo encomendado, pues en caso contrario la negligencia del empresario aparece con claridad
. 

En todo caso, el hecho de que los técnicos o esas entidades externas comentan un fallo en sus actuaciones degradará el posible incumplimiento empresarial y así, por ejemplo, en el ámbito penal será prácticamente imposible hablar de dolo y difícil hacerlo de imprudencia grave, por lo que la conducta empresarial se situará en el terreno de lo no imputable o, en su caso, en el ámbito de las imprudencias leves
, con las importantes consecuencias que ello puede tener – aplicación de faltas pero no delitos -.

En materia de indemnización de daños, la responsabilidad empresarial vendrá en su caso, pues habrá que contemplar en toda su extensión las posibles causas de exoneración que se aleguen y la diligencia empleada por el empresario, no tanto de la responsabilidad por sus actos, como de la aplicación del artículo  1903 CC, o en su caso del 120 CP si procede de conductas delictivas, con las posibles acciones de repetición que en estos casos caben.

C) LOS SUPUESTOS DE PLURALIDAD DE RESPONSABLES Y EL RÉGIMEN DE SOLIDARIDAD
 Existen muchos supuestos en los que la responsabilidad de terceros se atribuye a diversos sujetos. El ejemplo paradigmático es la obligación de vigilancia que pesa sobre el empresario principal en relación con los trabajadores que presten servicios en su centro de trabajo y en su propia actividad pero que sean empleados de los contratistas y subcontratistas. En estos casos el empresario principal tiene una obligación adicional, la de vigilar que los contratistas y subcontratistas cumplan sus obligaciones preventivas (24 LPRL). En buena lógica, en materia de responsabilidad administrativa se prevé que el principal responderá solidariamente con esos contratistas y subcontratistas del cumplimiento de las obligaciones preventivas (artículo 42.3 TRLISOS)
, lo que en modo alguno es una responsabilidad objetiva o presunta por el mero hecho de la contratación y subcontratación, sino lógica consecuencia de la obligación de vigilancia mencionada. 

Aunque sólo exista esta previsión expresa en materia de responsabilidad administrativa, no cabe duda de que la misma conclusión ha de establecerse en cuanto al resto de responsabilidades siempre que existan diversos empresarios o sujetos responsables
, salvo en el orden penal en el que la responsabilidad será siempre personal y sólo existirá cuando encaje en alguna conducta típica. 

La solidaridad en la responsabilidad, que es el régimen que se aplicará normalmente, conduce a algún problema.

En efecto, la existencia de una pluralidad de sujetos responsables en atención a que asumen una responsabilidad directa por incumplimiento de obligaciones propias, obliga a reparar los daños, pero como estos son, normalmente, los mismos que deben reparar los restantes sujetos con responsabilidad concurrente, salvo que pueda diferenciarse la participación de cada uno en ellos, conduce a que se aplique, como se ha expuesto, un régimen de solidaridad en su reparación
. 

En estos casos la posición de los responsables no se asimila, pues, a la de un fiador solidario conforme al régimen de los artículos 1822 y 1831 del CC, que pudiera aplicarse en otros supuestos regulados en la legislación laboral, sino que encaja en la posición de un deudor solidario conforme a los artículos 1137 y siguientes del CC.

Ahora bien, establecido lo anterior claro es, se puede apreciar que ésta solidaridad en la reparación de los daños se trata de una solidaridad impropia, derivada de que todos reparan los mismos daños y de que no es posible diferenciar la participación en los mismos, además de la búsqueda de la mayor protección posible para el dañado
.

Esto conduce a dos conclusiones: la primera es que entre los responsables caben, por supuesto, acciones de reparto al efecto de que quien abone la totalidad de los daños o una parte de ellos pueda recuperar de los restantes responsables lo que exceda de lo que deber ser su parte lógica en esa reparación que, a salvo de otros criterios, será la misma para todos los responsables.

La segunda conclusión es que, al tratarse de un supuesto de solidaridad impropia en los términos analizados, la acción de reparación no necesariamente ha de dirigirse contra todos los hipotéticos responsables, no existiendo al respecto un litisconsorcio necesario de todos ellos
, aunque claro es no puede reconocerse responsabilidad de aquellos hipotéticos responsables a los que no se ha solicitado o frente a los que no se ha dirigido la acción
.

Esta conclusión alcanza de algún modo, también, a las responsabilidades penales y administrativas, pues en ellas no se produce quiebra del principio de igualdad por el hecho de que sólo alguno de los responsables sea sancionado o condenado o que la acción se dirigiese sólo contra algunos responsables, evidenciándose posteriormente que podían haber más responsables
, además de que, obviamente, en el ámbito penal la vigencia del principio acusatorio impide que el órgano judicial modifique la persona contra la que se dirige la acusación
.

En todo caso esa conclusión acerca de la inexistencia de un litisconsorcio pasivo necesario puede tener algún matiz cuando se plantee una pluralidad de responsables en materia de recargo de prestaciones, pues si la existencia o no del recargo debe debatirse en un único proceso parece lógico que todos los posibles responsables sean llamados al proceso tal como se ha resuelto en algún caso, en atención a lo dispuesto en el artículo 12.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
.

Finalmente el régimen de solidaridad plantea problemas, también, en el ámbito administrativo. Especialmente se plantean los problemas en relación con el supuesto específicamente regulado de responsabilidad solidaria por falta de vigilancia del empresario principal en relación con los contratistas.

En este sentido ha existido desde hace tiempo un debate acerca de si en estos supuestos procedían sanciones diferenciadas a cada uno de los sujetos, entendiendo que cada uno de ellos había incumplido obligaciones propias, o si procedía una sola sanción con varios sujetos responsables solidarios de la misma.

Frente a las tesis anteriores al actual artículo 42.3 TRLISOS que entendían que la responsabilidad del empresario principal era directa y conducía a una sanción individualizada
, lo que permitía que existiese una graduación diferente atendiendo a las circunstancias concurrentes en la conducta de cada uno
 y a que se considerase que no existía infracción a la prohibición del principio “non bis in idem” por el hecho de imponerse dos sanciones distintas al no sancionarse al mismo sujeto
, en estos momentos parece que el incumplimiento de la obligación de vigilancia del empresario principal que debe ejercer en relación con contratistas y subcontratistas para que cumplan las obligaciones de seguridad y salud laboral con sus trabajadores (los de contratistas y subcontratistas), aunque se trate de una responsabilidad que le es directamente exigible, no conduce a una sanción individualizada, pues no es una conducta tipificada en los artículos 11 a 13 del TRLISOS, sino que conduce a la condición de responsable solidario de la sanción que se imponga por la citada infracción que es lo que realmente se establece en el artículo 42.3 TRLISOS
.

Ahora bien, dicho lo anterior, nada impide que el empresario principal, además de ser responsable solidario de la infracción cometida por el contratista y subcontratista, pueda ser responsable de una infracción por actos propios aunque los principalmente afectados sean los trabajadores de un contratista o subcontratista.

Esta posible responsabilidad que le alcanzaría pese a ser aparentemente un tercero es clara si tenemos en cuenta que en muchas situaciones de contrata, e incluso aunque propiamente la contrata no sea de la propia actividad, el empresario principal es el titular del lugar de trabajo en el que prestan sus servicios los empleados del contratista o subcontratista y en consecuencia es el obligado a garantizar la seguridad de ese local, en la misma medida que el contratista y subcontratista deberían garantizar que sus trabajadores no presten sus servicios en condiciones de inseguridad. En estos casos no es descartable que existan dos infracciones diferenciadas que puedan dar lugar a sanciones independientes. Esta conclusión subyace en alguna sentencia al amparo de la regulación precedente para justificar que resultaba razonable establecer una responsabilidad directa del empresario principal
 y puede mantenerse en la actualidad, pues es indiscutible que el incumplimiento de las obligaciones como empresario titular del centro de trabajo puede generar responsabilidad administrativa de éste; incluso cuando el incumplimiento le sea exclusivamente imputable a él, puede producirse la exoneración del empresario del trabajador si no pudo conocer y evitar el riesgo o la infracción al deberse exclusivamente a la conducta del titular de las instalaciones
.

En este sentido el empresario titular, aunque no sea empresario principal ni exista relación de contrata, debe garantizar la seguridad de sus instalaciones y además cumplir las obligaciones previstas en el artículo 24.2 LPRL y desarrolladas en el RD 171/2004, de 30 de enero. Además, en la medida que trabajadores suyos presten servicios en el centro de trabajo, el empresario titular debe no sólo cumplir con la obligación de coordinación que establece el artículo 24.1 LPRL, sino que debe promover esa coordinación asumiendo al respecto la iniciativa y designando, en su caso, el coordinador o coordinadores de seguridad (artículos 12 y 13 del RD 171/2004).

El incumplimiento de estas obligaciones está tipificado expresamente (artículos 12.13 y 12.14 y 13.7 y 13.8 TRLISOS) y puede conducir a infracciones independientes de cada uno de los empleadores incumplidores, tanto del titular como de aquellos otros que incumplan la obligación de coordinación.

Así pues, nada impide que, al margen del régimen de solidaridad ya mencionado con anterioridad, existan situaciones en las que proceda la imposición de sanciones diferenciadas que alcancen, no al empresario del trabajador o no sólo a éste, sino directamente al empresario titular del centro o aquellos empresarios que incumplan la obligación de coordinación mencionada.

Algo parecido cabe decir del empresario principal en el ámbito específico del sector de la construcción, pues le alcanzan las obligaciones generales previstas en las normas ya citadas y las específicamente reguladas en el RD 1627/1997, que establece las disposiciones mínimas de seguridad y salud en el sector de la construcción, pero este empresario principal puede coincidir con el promotor, pero no necesariamente ha de coincidir con él; es más, conforme al concepto establecido en el artículo 2 del RD citado el promotor es una persona diferente del empresario principal y ello puede hacer que en este ámbito, ante una misma situación, existan infracciones concurrentes de diferentes empleadores: promotor, principal o contratista, subcontratista, etc. En estos casos, al margen de la responsabilidad solidaria que puede alcanzar al contratista por el incumplimiento del subcontratista, pueden existir sanciones distintas en atención a las infracciones diferenciadas y concurrentes de cada uno de los empleadores, estando tipificadas, por ejemplo, las infracciones que puede cometer el promotor por falta de realización de los estudios de seguridad en el proyecto y obra (normal o básico), por falta de designación de los coordinadores de seguridad en el proyecto y en la obra,  por la falta de información a los distintos empleadores que trabajen en la obra y, finalmente, por la defectuosa realización por estos de sus funciones (artículos 12.24 letras a), b), c), d) y e) y  13.8 del TRLISOS).

En estos supuestos, pues, se incrementan las posibilidades de que en situaciones de descentralización no sólo exista o no exista una responsabilidad solidaria en los términos mencionados, sino que puedan concurrir infracciones distintas que, aunque concurrentes, deben ser sancionadas separadamente por corresponder a responsabilidades directas y por actos propios, ya del empresario titular del centro de trabajo, ya del empresario obligado a coordinarse, ya del promotor en el ámbito de la construcción.

Finalmente, y por lo que hace a las acciones de reparación de daños en el ámbito privado, hay que señalar que siempre que se reclame frente al empleador del trabajador el litigio será competencia del orden social de la jurisdicción y ello aunque se reclame también frente a otros responsables solidarios – otros empleadores, otros trabajadores, etc. -
, pues en definitiva la acción principal es la que por responsabilidad contractual se dirige frente al empleador del trabajador, conclusión que no se altera siquiera por el hecho de que éste finalmente quede absuelto, además de que, en general, se reclama frente a esos otros sujetos por las obligaciones que les atribuyen normas laborales, concretamente las de seguridad y salud laboral, lo que justifica que la competencia sobre cualquier litigio derivado de las mismas se atribuya, salvo previsión expresa en contrario, al orden social de la jurisdicción
, pese a la conocida – y en mi opinión incorrecta – doctrina del orden civil admitiendo su competencia, lo que sólo podría sostenerse cuando se reclame únicamente frente a terceros y con fundamento exclusivo en el principio de no ocasionar daños, en atención a una responsabilidad extracontractual sin relación alguna con específicas obligaciones preventivas en el ámbito laboral.

D) LAS ACCIONES DE REPETICIÓN

Una cuestión adicional a considerar es que, en la medida que los terceros responden en régimen de solidaridad, cabe pensar en acciones entre ellos para el reparto y distribución de lo abonado por uno de los responsables.

También cabe, lógicamente, pensar en acciones de repetición del empleador contra sus empleados cuando haya hecho frente a la responsabilidad por actos de terceros. Estas acciones están previstas en el Código Civil (artículo 1904) y, específicamente, se alude a ellas de algún modo en el artículo 14.4 LPRL. 

En cuanto a la posibilidad de acciones de un deudor solidario frente a los restantes para que asuman la parte que les corresponda cabe remitirse, sin más, a las previsiones del artículo 1145 del Código Civil. 

Estas diversas acciones son perfectamente posibles como se avanzó y, salvo las que se dirijan por el empleador a sus trabajadores, serán competencia del orden civil, aunque en el origen la reclamación del perjudicado o sus causahabientes se resolviese en el orden social. No existe fundamento para atribuir estas acciones al orden social, salvo en el supuesto de acciones de repetición por el empleador a sus empleados sujetos  a relación laboral, pues entonces las acciones podrían quedar comprendidas entre las previstas en el artículo 2 a) de la Ley de Procedimiento Laboral.

En todo caso estas acciones son discutibles cuando se trata del supuesto de reparto de la sanción administrativa en atención a la responsabilidad solidaria a que ya se hizo mención. En este caso existe ciertamente una única multa pero de la que son responsables directos todos los sujetos infractores, por lo que no parece que ninguno de ellos pueda dirigir acciones contra los demás, calificándose la situación de una especie de responsabilidad a título individual pero plural de varios sujetos, solución lógica porque en caso contrario la cuantía real de la sanción dependería para cada responsable solidario del número de sujetos infractores, lo que no parece adecuado ni siquiera en términos preventivos y disuasorios
. 

En otros supuestos se ha admitido que la sanción sufrida por un empleador sea reclamada como un daño sufrido por él frente a otro sujeto de cuyas actuaciones deba responder (empleado, técnico preventivo, etc.), cuando la conducta de éste sea la que ha ocasionado la infracción, aunque estas acciones, que se han admitido doctrinalmente
, plantean los problemas a que luego aludiré, además de que cuestionan el carácter personal de la responsabilidad sancionadora en el ámbito público
.

En la misma medida son posibles acciones del empresario en reclamación de todos los daños y perjuicios sufridos como consecuencia de un accidente laboral frente al responsable del mismo, cuando no haya sido él, sino un tercero (empleado, servicio de prevención, fabricante, etc.), acciones en relación con las que hay que reiterar cuanto se acaba de exponer.

El conjunto de estas acciones merece algunos comentarios.

El primero, que ya avancé, es que, cuando se trata de repartir la responsabilidad entre diferentes responsables solidarios, el principio general es el de reparto por partes iguales, salvo que pueda determinarse con exactitud la participación de cada uno de ellos en los hechos.

El segundo es que, aunque estas acciones hipotéticamente son posibles en el marco de la reclamación del empleador contra sus empleados cuando haya responsabilidad por actos de estos
, existe un elemento que puede dificultar esas concretas acciones, no las restantes a que se ha hecho referencia. En efecto, el empleador tiene una obligación de vigilancia sobre sus empleados y en muchos casos, de haberla ejercido correctamente, se hubiese impedido que se consumase la actuación que da lugar, precisamente, a la exigencia de responsabilidad. En este sentido, el empleador no es ajeno a la conducta de su empleado y eso precisamente es lo que justifica que se le condene razonando no sólo la culpa “in eligendo”, sino también por culpa “in vigilando” e incluso “in instruendo”. 

Si a ello se añade que en otros muchos casos las actuaciones del empleado se efectúan por delegación del empleador y que éste, específicamente en materia de seguridad y salud, está obligado a prever las distracciones e imprudencias no temerarias de sus empleados (artículo 15.4 LPRL), se entenderá que las acciones de repetición se pueden encontrar con serios problemas y que, desde luego, será difícil que se entienda que la única responsabilidad de lo ocurrido es la del empleado.

Aquí cobra precisamente importancia la referencia que se hizo al abordar la responsabilidad del empleador por los actos de terceros a los supuestos de los auxiliares, especialmente cuanto más técnicas sean las funciones que se les encargan, pues más difícil se hace, entonces, el control sobre el cumplimiento de sus obligaciones y la adopción de medidas que prevean sus distracciones e imprudencias. Será en esos supuestos en los que normalmente cabrán acciones de repetición, pero mucho más difíciles serán estas cuando la conducta del empleado se haya producido en el ejercicio de funciones “conocidas”, “sencillas”, “habituales”, en definitiva fácilmente comprobables y controlables por el empleador, pues en este caso, generalmente, pudo y debió haber evitado la conducta de su empleado y no hacerlo le convierte en definitiva, en responsable de la misma, al menos en parte, y lo mismo cuando aquél haya actuado en cumplimiento de ordenes empresariales, siendo ese el sentido que debe atribuirse a una interpretación conjunta de los artículos 14.4 y 15.4 de la LPRL, lo que conduce, o bien a considerar imposible la acción de repetición salvo contra los auxiliares, o bien a limitarla al ser el empleador responsable concurrente, siquiera por la falta de vigilancia o de previsión de la negligencia de su empleado
, e incluso en alguna opinión se entiende que la obligación de vigilancia sobre los descuidos e imprudencias no temerarias limita la posibilidad de estas acciones a los supuestos en que el empleado haya actuado con dolo o con imprudencia temeraria
.

E) LOS PROBLEMAS QUE PLANTEA LA PROHIBICIÓN DEL BIS IN IDEM EN MATERIA SANCIONADORA

En la medida que, como se ha visto, en ciertos casos pueden existir diversos responsables de un mismo hecho, cabe cuestionarse si en el supuesto de que se sancione a uno de ellos esto produce una imposibilidad de sancionar a los restantes.

En principio, cuando las conductas que den lugar a la sanción administrativa o penal sean individuales y constituyan infracción, falta o delito para cada uno de los implicados, es claro que será perfectamente posible imponer sanciones o condenas independientes a cada uno de ellos, salvo, claro es, en materia de reparación de daños en  cuyo caso me remito a lo que a continuación expondré.

Ahora bien el problema se complica cuando se sanciona a dos sujetos por una misma conducta.

El problema puede plantearse esencialmente cuando concurre una sanción administrativa al empleador persona jurídica con acciones penales contra persona físicas concretas por los mismos hechos (riesgo o daños derivados de incumplimientos en materia preventiva)
.

El artículo 3.3 del TRLISOS establece literalmente que “no podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente, en los casos en los que exista identidad de sujeto, hecho y fundamento”.

En este caso, en aplicación estricta del precepto, cabe dudar de que exista infracción del citado principio de prohibición de una doble sanción en los casos de accidentes de trabajo cuando se de el supuesto comentado de concurrencia de infracción administrativa del empleador persona jurídica y de acciones penales contra los directivos o contra terceros.

Por un lado, si las acciones penales son por delitos o faltas de homicidio o lesiones, el fundamento de la condena penal y el de la resolución administrativa pueden no ser coincidentes, porque la condena atiende a los daños personales producidos, mientras que la sanción administrativa es, simplemente, por el hecho del incumplimiento de las normas preventivas. Por cierto que esto mismo podría sostenerse, incluso, cuando la sanción administrativa y la condena penal se dirigen contra la misma persona.

Por otro lado, tampoco existiría, en el supuesto comentado, identidad de sujeto. 

La condena penal recaerá sobre los administradores, gestores, encargados, etc. pero no sobre la persona jurídica, mientras que en el ámbito de las infracciones de orden social, aquellos nunca serán sujetos responsables, sino que la sanción recaerá directamente sobre el empresario persona jurídica. 

No existiría, pues, identidad de sujeto tal como alguna sentencia ha razonado 
 y en otras se ve que, aunque se acabe absolviendo, no se aprecia ningún obstáculo para la posible condena del directivo por el hecho de que existiese una previa sanción administrativa al empresario persona jurídica
. 

Es cierto que algún pronunciamiento del Tribunal Constitucional ha estimado, en supuesto medioambiental, no laboral pero claramente similar, que incidía en "bis in idem" la condena penal a un directivo cuando había existido sanción administrativa previa al empresario persona jurídica, pero, como claramente se indica en la sentencia, ésta no entra en si concurre o no la triple identidad, porque así lo asumen, y no se discute, en las sentencias que se cuestionan ante el Tribunal Constitucional
, lo que impide considerar que este pronunciamiento resuelva la cuestión.

La interpretación que conduciría a una posibilidad de doble sanción - penal y administrativa - a sujetos distintos, explicaría un efecto extraño, la levedad de ciertas penas frente a las sanciones administrativas posibles, contribuyendo a recuper el carácter tuitivo que, especialmente en este ámbito, debe tener el régimen de responsabilidades. 

En cualquier caso esta solución también plantea algún problema como, por ejemplo, el posible trato diferente para el empresario según sea persona física o jurídica, o la consideración que merecen los efectos que el proceso penal puede tener para el empresario persona jurídica (responsabilidad civil subsidiaria y, sobre todo, responsabilidad directa y solidaria en las penas de multa y, finalmente, las medidas accesorias que pueden adoptarse al amparo del artículo 129 CP).

F) LA PROHIBICIÓN DEL ENRIQUECIMIENTO INJUSTO Y EL PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRA
En la medida que en algunos supuestos, como se ha visto, existen diferentes terceros responsables e incluso concurre la responsabilidad de terceros con la del empleador del trabajador, hay que tener en cuenta que la reparación de daños se sujeta a dos principios que deben conjugarse: el principio de reparación íntegra y el principio de evitar el enriquecimiento injusto.

Claro es, ello no impide que las reparaciones específicamente laborales, en forma de  prestaciones de la seguridad social, se compatibilicen con las indemnizaciones complementarias por responsabilidad del empresario y/o terceros (123.3 y 127.3 TRLGSS)
, lo que es absolutamente razonable si se atiende a que las prestaciones de la seguridad social en modo alguno resarcen todos los daños sino  sólo del daño derivado de las repercusiones profesionales o funcionales que inciden en el lucro cesante y la consecuente perdida de ganancia salarial derivada de la imposibilidad (total o parcial, temporal o definitiva) de continuidad en el trabajo hasta entonces desempeñado o en cualquier otro, por lo que en modo alguno el régimen de seguridad social pretende compensar todos los daños
, además de la escasa vinculación de gran parte de las prestaciones con el régimen de responsabilidad empresarial.

Ahora bien, en el ámbito laboral los principales problemas se han planteado a la hora, no de negar la posibilidad de una indemnización adicional a lo cobrado de la seguridad social, lo que no parece cuestionable
, sino al valorar si esto debía o no tenerse en cuenta a la hora de determinar el "quantum indemnizatorio", especialmente en los supuestos de accidente de trabajo que es donde se plantea el problema. Frente a la tesis del orden civil, que en general admite el reconocimiento de una indemnización adicional sin entrar a considerar lo ya percibido en el ámbito laboral
, la jurisprudencia del orden social entiende que, siendo posible reconocer una indemnización adicional a las prestaciones de la seguridad social, a efectos de evitar una duplicidad indemnizatoria que podría conducir a un enriquecimiento injusto en su cuantificación, debe tenerse en cuenta  lo percibido de aquella
, salvo el recargo de prestaciones
. La solución ha merecido un voto particular y algunas críticas doctrinales que incluso se han decantado por la posibilidad de suprimir el recargo de prestaciones, al entender que, o conduce a una duplicidad indemnizatoria con el consiguiente enriquecimiento injusto, o a una duplicidad sancionadora con infracción de la prohibición del "bis in idem"
, pero coincide con opiniones doctrinales que habían defendido esa solución
 y se ajusta al tenor literal de la ley, que declara al recargo independiente y compatible con las responsabilidades de cualquier otro orden, independencia que no se daría si su reconocimiento jugase un efecto de minoración de la indemnización por responsabilidad civil del empresario.

En resumen, en los términos expuestos cabe una cierta compatibilidad de indemnizaciones por daños en el orden privado y en relación con las prestaciones de la seguridad social  y el posible recargo sobre las mismas.

Ahora bien, una vez que el trabajador ha obtenido la reparación por todo ello, es imposible que dirija nuevas acciones frente a otros posibles responsables solidarios en reclamación de los daños ya indemnizados, pues ello implicaría un evidente enriquecimiento injusto. El daño es único y por ello, si lo han ocasionado diversas personas,  de su reparación íntegra responden todos ellos, con arreglo al criterio de solidaridad o al que en su caso se haya fijado. Responden de la totalidad o de la parte del daño, conforme a lo dispuesto en las sentencias condenatorias, pero no más, e indemnizado el daño por uno de los responsables, ya no cabe una ulterior indemnización por ese mismo daño, ni cabe que fijada la reparación en uno de los órdenes (penal, civil – pese a que no sea lo más correcto-, social) competentes para fijar la reparación de daños privada se reclame una reparación por esos mismos daños ante otro de esos órdenes. Se trataría, en mi opinión, de un claro ejemplo de enriquecimiento injusto.

Lo que desde luego sí que es posible es que, reclamados unos daños, puedan luego reclamarse, en su caso ante el mismo o distinto orden jurisdiccional y, visto el régimen de solidaridad, frente al mismo o mismos o frente a distintos demandados, reparaciones complementarias por daños posteriores o desconocidos en el momento de la primera sentencia y que, por lo tanto, ni pudieron ser alegados ni reparados mediante aquél primer proceso
.

3. DISTINTOS SUPUESTOS CONCRETOS A CONSIDERAR

Expuestas las consideraciones generales, procede analizar seguidamente los supuestos más comunes en los que aparece la responsabilidad de terceros en materia de seguridad y salud laboral.

A) EMPLEADORES DISTINTOS AL DEL TRABAJADOR

Al respecto habría que analizar los supuestos de descentralización productiva y utilización compartida de espacios de trabajo, comprendiendo en ellos la utilización de trabajadores de empresas de trabajo temporal, que constituirían un primer grupo de supuestos y, posteriormente, por los matices específicos que plantean deben analizarse los supuestos de los promotores y propietarios de obra, de los trabajadores autónomos y, finalmente, de las empresas que intervienen como entidades gestoras de la prevención, especialmente cuando actúan como servicios de prevención externos. 

a) Los supuestos de descentralización productiva y de utilización compartida de espacios de trabajo
Los fenómenos de descentralización productiva hacen que las tareas del trabajador se realicen en contacto con otros empresarios e incluso las normas sobre empresas de trabajo temporal revelan que el trabajador puesto a disposición se inserta, realmente, en el ámbito de organización y dirección del empresario usuario. 

En todas estas situaciones
, bien porque así lo disponga el ordenamiento en atención a las razones que ya se expusieron, bien porque así lo entiende la jurisprudencia en una acertada interpretación del principio de culpabilidad y de la necesidad de imputar personalmente los incumplimientos y los daños a quien los ocasione, puede pensarse perfectamente en supuestos en los que el empresario responsable no sea el empresario del trabajador por no haber tenido él nada que ver con el incumplimiento producido, sino otro empleador, un tercero. 

Es cierto que en muchos casos, aunque el empresario responsable sea un tercero, también el del trabajador habrá incumplido sus obligaciones, y ello conducirá a la responsabilidad de ambos, tal como se analizó, pero es perfectamente posible que ésta recaiga exclusivamente sobre un empresario tercero.

En relación con los supuestos en que, en exclusiva o en forma conjunta con el empleador del trabajador o con otros terceros, aparece responsabilidad de un empleador distinto se aprecia en cada uno de los ámbitos posibles cuanto sigue.

1º) En el ámbito penal.

En el orden penal la conclusión es clara, pues la imputación es siempre a título personal y por ello, sólo el empresario que ha incurrido en la conducta típica, será responsable. 

Si analizamos alguno de los tipos delictivos observaremos que el 316 CP hace responsable a quien debió suministrar, por estar legalmente obligado a ello, los medios necesarios para que el trabajo fuese seguro. 

Pues bien, éste no siempre es el empresario del trabajador. 

No lo es, por ejemplo, en las situaciones de puesta a disposición por parte de empresas de trabajo temporal, en las que, conforme a los artículos 16.2 LETT, 28.5 LPRL y 4 y 5 del Real Decreto 216/1999, de 5 de febrero sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud en el trabajo en el ámbito de las empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria es la responsable en materia de seguridad y salud laboral – aunque propiamente hay una responsabilidad repartida, pues la formación y la vigilancia de la salud siguen siendo obligaciones de la ETT – por lo que, en función de lo ocurrido, cualquiera de los dos empresarios, usuario o ETT, o ambos pueden ser responsables
. 

También en las situaciones de contrata y en general en todas las situaciones en las que varias empresas trabajan en un mismo local (artículo 24 LPRL y normas de desarrollo contenidas en el RD 171/2004, de 30 de enero, en materia de coordinación de actividades preventivas y el RD 1627/1997, de 24 de octubre sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción) existen obligaciones de otros empresarios distintos de los del trabajador. 

Así, el empresario principal o el titular del centro de trabajo es responsable de las condiciones de seguridad de éste y de obligaciones de información a terceros e incluso de promover la coordinación preventiva en los términos ya analizados y puede ser él el que incumpla, pues, las obligaciones de seguridad y salud laboral. 

Lo mismo cualquier empresario obligado a coordinarse con otros conforme al artículo 24 LPRL y su normativa de desarrollo si, por ejemplo, oculta información o suministra información incorrecta. 

Incluso los empresarios principales que contraten con otros empleadores trabajos fuera de sus locales pero en los que les suministren maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles, asumen las obligaciones que el artículo 41 de la LPLR reserva a los fabricantes, importadores y suministradores (artículo 24.4 LPRL). 

En todos estos casos, si el empresario del trabajador no puede conocer el riesgo porque no tiene acceso al centro de trabajo (ETT), no controla el mismo (contratas) o no tiene las informaciones necesarias (situación de coordinación, suministro de maquinaria, equipos, productos, etc.), la responsabilidad alcanzará sólo a ese otro empresario (usuario, principal, titular del centro o en situación de obligación de coordinación), que generó la situación de riesgo o, en su caso, los daños. 

Así se ha entendido ya en alguna ocasión
 y es lógico si se quiere mantener, como entiendo que debe ser, el régimen de responsabilidad anclado en la culpabilidad.

Si la situación es provocada o conocida y consentida por dos o más empleadores, incluido el del trabajador, la responsabilidad penal les alcanzará a todos ellos.

Exactamente lo mismo cabe decir en relación con los delitos y faltas genéricos en cuanto sea un empleador distinto del del trabajador el que, sólo o en concurrencia con éste último, incurre en la imprudencia – o en la conducta dolosa – de la que derivan el accidente laboral y los daños – lesiones, muerte, etc. – padecidos por el trabajador.

En este sentido, por ejemplo, en materia de contratas cabe la condena de promotores o empresarios principales cuando no realicen o no lo hagan correctamente el estudio de seguridad y salud que exigen las normas reglamentarias de aplicación en el sector a las que ya se aludió
, cuestión sobre la que volveré, sin que ello excluya, por supuesto, la responsabilidad que también puede alcanzar al empresario del trabajador.

En general se considera que el empresario constructor o principal junto al subcontratista son los sujetos típicos del artículo 316 CP pues son los que están obligados a facilitar los medios para el trabajo en condiciones seguras
, pero ello no impide que cuando resulte claro que ciertas medidas debieron ser adoptadas exclusivamente por el empresario principal, lo que puede suceder con ciertas medidas colectivas de seguridad relativas a las instalaciones en las que prestan servicios trabajadores de los subcontratistas, sólo aquél, y no el empleador de los trabajadores, podrá ser responsable de la falta de dichas medidas
.

Por otro lado, en la medida que los empresarios principales tengan la obligación de vigilar que las empresas subcontratadas – auxiliares – cumplan las normas de seguridad y salud laboral, la falta de ese control y vigilancia justifica que se les considere autores del delito de riesgo previsto en el artículo 316 CP
 y lo mismo podría señalarse de los de daños genéricamente aplicables al ser posible entender que contribuyeron con su omisión – falta de vigilancia - a la producción de los daños.

Por supuesto la condena en todos estos casos responderá, no a la mera infracción, sino al nexo causal que se produzca entre ella y el riesgo grave o los daños padecidos por los trabajadores, porque el mero hecho de la infracción no genera responsabilidad penal
.

2º) En el ámbito de las infracciones administrativas.

En el orden de las infracciones administrativas hay que sostener exactamente lo mismo y aún con más claridad, pues el TRLISOS tipifica en ciertos casos las conductas de esos otros empresarios. 

Así, el artículo 2 TRLISOS ya define como sujetos responsables a empresarios distintos del que lo es del trabajador por los incumplimientos de las obligaciones que les imponen las normas respectivas (empresarios usuarios, promotores, propietarios de obra, trabajadores autónomos y hasta las entidades que actúen como servicios de prevención externos) y posteriormente, en preceptos concretos, tipifica  las posibles infracciones de esos otros empresarios. 

Así por ejemplo, el artículo 19.2.d) en relación con las empresas usuarias; el artículo 12.13 y el 13.7 en relación con los empresarios y autónomos obligados a coordinarse y el 12.14 y el 13.8 en relación con las obligaciones de promotores y empresarios titulares de los centros en que trabajen otras empresas; el 12.22, en cuanto al incumplimiento de los servicios de prevención externos de las actividades concertadas, etc. 

No es infrecuente, pues, que puedan darse conductas, especialmente en el marco del trabajo temporal y en general en la protección frente a los riesgos del trabajo, que resulten imputables exclusivamente sólo a empresarios distintos del trabajador y pueden encontrarse precedentes  jurisprudenciales al respecto
.

Al margen de lo expuesto cabe hacer referencia al supuesto ya analizado parcialmente de responsabilidad solidaria del empresario principal en las situaciones de contrata.

En principio, además de cuanto se dijo acerca del alcance de esta responsabilidad solidaria, la misma se hace depender de que concurran dos circunstancias:

1ª) Una relación de contrata en tareas de la propia actividad del empresario principal.

2ª) la prestación de trabajos en el centro de trabajo del empresario principal.

Así se establece con claridad en las normas (artículo 24.3 LPRL y artículo 10 del RD 171/2004) y por ello, si no concurre alguna de estas circunstancias, no puede exigirse la citada responsabilidad solidaria
.

La interpretación de los tribunales contencioso-administrativos ha sido relativamente rígida en cuanto a la exigencia de la propia actividad, entendiendo por tal la actividad inherente al proceso productivo, esto es aquella que de no haber contratado necesariamente habría de haberse realizado por el empresario principal, pero flexible en cuanto al concepto de centro de trabajo asociándolo a cualquier lugar de trabajo del empresario principal
, coincidiendo así, como se verá, con las soluciones establecidas por el orden jurisdiccional social.

3º) En el ámbito de la seguridad social.

En el marco de las responsabilidades anudadas a la seguridad social, es evidente que las derivadas de incumplimientos en la relación de aseguramiento sólo pueden ser imputadas al empresario del trabajador, ahora bien, en las responsabilidades vinculadas a la culpabilidad, en concreto en dos supuestos, la reclamación del gasto sanitario y el recargo de prestaciones, la responsabilidad puede afectar a otros empresarios. 

En efecto, el reintegro del gasto sanitario puede ser reclamado de cualquier persona que haya sido considerada responsable civil o penalmente de los hechos que lo motivaron (127.3 TRLGSS). 

Si ya hemos visto que penalmente pueden ser responsables otros empresarios distintos del que emplea al trabajador, y si, como veremos, exactamente lo mismo hay que decir de las responsabilidades civiles – indemnizatorias de orden privado -, puede ocurrir que esos otros empresarios y no el del trabajador sean los que deban hacer frente, en su caso, a la reclamación de reintegro del gasto sanitario.

En cuanto al recargo de prestaciones, éste se impone por incumplimientos de obligaciones preventivas y ya se ha visto que estos pueden producirse por los actos y omisiones de empresarios distintos al que ocupa al trabajador, en esos casos también el recargo debe imputarse a ellos. 

Así está expresamente establecido en relación con las empresas usuarias en el artículo 16.2 LETT y, en general, el artículo 123.2 TRLGSS, con acertada dicción, impone el recargo al “empresario infractor” que, por todo lo expuesto, puede no ser el del trabajador como la jurisprudencia confirma sin dudas
.

En este sentido, por ejemplo, aunque no exista relación de contrata el recargo puede derivar del incumplimiento del empresario titular del centro de trabajo de sus obligaciones de información y coordinación
, además de que en general tolerar el trabajo en condiciones manifiestamente inseguras en su centro de trabajo, aunque sea de trabajadores que no son de su plantilla, es una infracción de obligaciones preventivas – que exigen un mínimo de vigilancia en el propio centro de trabajo - que justifica la imposición del recargo
 y lo mismo cuando la contrata no sea de la propia actividad o pueda dudarse de ello pues, aún así, las obligaciones de coordinación preventiva subsisten
.

Lo que está claro es que, como se ve, no basta cualquier relación con el trabajo para considerar “empresario infractor” a un empleador, sino que para ello hará falta alguna relación más directa con el trabajador, bien como empresario usuario, bien como titular del centro o como obligado a coordinarse, bien como empresario principal en los términos legalmente establecidos. Si no se da ninguna de estas situaciones no cabe entender normalmente que ese otro empleador ha generado o contribuido al riesgo y por ello no le puede alcanzar responsabilidad
.

En cuanto a las situaciones de contrata, la responsabilidad del empresario principal se anuda, como ya se vio, a que la contrata sea de la propia actividad de éste y a que los trabajos se desarrollen en el centro de trabajo del empresario principal
.

Como ya se dijo, el concepto de centro de trabajo no es el estricto establecido en el artículo 1.5 del Estatuto de los Trabajadores, sino el útil a efectos preventivos, entendiendo por tal el lugar de trabajo en el que el empresario principal debería desarrollar sus tareas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 a) del RD 171/2004, esto es, cualquier área edificada o no en las que los trabajadores deban acceder o permanecer en razón de su trabajo
 y ello aunque en ese lugar no presten trabajo empleados del empresario principal
.

En cuanto al concepto de propia actividad, se mantiene un concepto más estricto anudado a las obras, tareas o servicios vinculados a la actividad productiva de la empresa, a sus actividades principales, por lo que si no se hubiese concertado la contrata esas tareas deberían desarrollarse por el propio empresario principal o se perjudicaría considerablemente su actividad empresarial
.

Claro si alguna de estas circunstancias no concurre, esto es, si el accidente se produce en tareas que no son de la propia actividad del empresario principal
, tal como se han definido, o en un lugar que no puede considerarse centro de trabajo de su titularidad
, no podrá considerarse al empresario principal como responsable solidario en materia de recargo de prestaciones.

Por otro lado, la vigilancia que se exige al empresario principal es una vigilancia en términos razonables, cumplida mediante una diligencia ordinaria o normal, esto es una vigilancia efectiva, que le obliga a controlar, no paso a paso toda la actividad, pero sí si el empresario auxiliar dota a sus trabajadores de los medios de seguridad exigibles
 aunque sin que llegue a requerir una vigilancia absoluta o una permanencia continuada en el lugar del trabajo
.

Desde luego resulta insuficiente, a efectos de considerar cumplido el deber de vigilancia, un mero recordatorio, aunque fuese en concreto, de las obligaciones legales en materia de seguridad y salud laboral si no se acredita que se vigiló su cumplimiento
.

Finalmente debe apuntarse que en el supuesto frecuente de existencia de una cadena de subcontratas se ha entendido que la obligación del empresario principal alcanza a la vigilancia sobre todas ellas
.

4º) En el ámbito de la reparación de daños de orden privado.

Finalmente, en el orden de las reparaciones privadas, la responsabilidad civil se imputa a quien con su conducta causa los daños o, en todo caso, a quien debe responder legalmente por los hechos de otros – lo que aquí no tendría relevancia -. 

En este sentido, pues, las reparaciones de orden privado serán imputadas o no al empresario del trabajador o a otro empresario distinto, en función de la determinación de la participación que uno u otro haya tenido en las conductas que deban repararse.

Debe pues concluirse que los conceptos de “empresario responsable” y  “empresario del trabajador” no van necesariamente unidos, no siendo infrecuentes los supuestos en que deban responder de los incumplimientos y de los daños solamente otro u otros empresarios distintos de los del trabajador. Los supuestos más frecuentes son los que ya se han comentado en los apartados precedentes.

Concretamente el de empresas de trabajo temporal, en el que siendo responsable la empresa usuaria de garantizar la seguridad y salud del trabajador en sus tareas productivas, parece evidente que es la más inmediata responsable de las situaciones de inseguridad que se produzcan y no, normalmente la empresa de trabajo temporal, empleadora del trabajador pero que no puede acceder al centro de trabajo y comprobar si se cumple o no la normativa de seguridad y salud laboral, aunque creo que le es exigible, cuando menos, un cierto deber de vigilancia al respecto.

Además puede citarse el supuesto del empresario principal en las relaciones de contrata, sujeta normalmente a los elementos tradicionales que ya se han citado, es decir que la contrata se produzca en tareas de la propia actividad del empresario principal (entendidas como las inherentes a su ciclo productivo) y en el centro de trabajo de éste (entendido como lugar o espacio físico en el que se desarrollan los trabajos)
.

Es más en estos casos, como se expuso, la mera falta de vigilancia del empresario principal justifica su condena y esa vigilancia ha de ser real, lo que conduce a que se entienda insuficiente una mera advertencia al subcontratista para que rectifique los problemas de seguridad apreciados pero sin que posteriormente se compruebe si dicha rectificación se ha producido pese a que seguía con los trabajos
.

Claro es, normalmente en estos casos lo que se produce es una responsabilidad solidaria entre el empresario del trabajador y el empresario principal, solidaridad impropia en los términos ya analizados
 y que deriva de que el actuar negligente es imputable normalmente a los dos sin que pueda diferenciarse el porcentaje de culpabilidad atribuible a cada sujeto implicado.

También se ha admitido la responsabilidad del empresario inmediatamente superior en la cadena por elegir una empresa poco fiable y con datos que evidenciaban su incumplimiento de la normativa laboral, para realizar ciertos trabajos subcontratados
. Esta situación hay que analizarla especialmente porque, ciertamente, las circunstancias descritas en la sentencia (el subcontratista ni siquiera tenía de alta en seguridad social a sus trabajadores) justifican una imputación de culpabilidad a los superiores en la cadena de contratación siquiera por culpa “in eligendo” e “in vigilando”, lo que ya es más cuestionable es que se limite la responsabilidad sólo al inmediatamente superior, ya que, al menos, el empresario principal y posiblemente cualquier otro que se sitúe en una posición en la cadena de contratas superior al subcontratista infractor debe tener una cierta diligencia para comprobar si el subcontratista cumple o no sus obligaciones, algo que hoy puede sostenerse perfectamente en atención al artículo 7 de la Ley 32/2006, sobre subcontratación en el sector de la construcción, en cuanto el contratista debe recibir toda la información de los subcontratistas sobre el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la citada ley, entre ellas que cuentan con organización preventiva adecuada, información que le debe llegar a través de las empresas comitentes en relación con estos subcontratistas. No parece, pues, que nadie, en esa cadena, pueda desentenderse de incumplimientos claros en esta materia, ni que quepan pactos limitativos de responsabilidad, al menos en cuanto a sus efectos frente a terceros en los términos ya analizados.

Incluso alguna sentencia ha razonado que el empresario principal o el promotor, al que luego me referiré, por un mínimo de diligencia debe comprobar si existen supuestos de subcontratación, no pudiendo, en consecuencia, alegar su ignorancia al respecto
.

Por otro lado, y al margen de los problemas específicos que se plantean en relación con los promotores y propietarios de obra, que analizaré específicamente, cabe recordar que, aun no existiendo una relación de contrata, puede existir responsabilidad de un empleador tercero como consecuencia de su condición de empresario titular de centro de trabajo o de empresario obligado a coordinarse con aquellos otros que compartan con él el lugar de trabajo. Si en estos casos el empresario titular no garantiza la seguridad de sus instalaciones, no informa debidamente a los otros empresarios o no promueve la coordinación cuando esté obligado a ello, o si uno de los empresarios obligados a coordinarse incumple sus obligaciones al respecto (por ejemplo facilita información incorrecta o incumple las obligaciones que se le atribuyeron en la citada coordinación), existirá responsabilidad por su parte, exclusiva o solidaria, con independencia de que el trabajador accidentado sea empleado de otro empresario
, y lo mismo, por supuesto, en relación con las obligaciones específicas que en estos supuestos se prevén en el ámbito específico del sector de construcción conforme al RD 1627/1997
.

b) El específico supuesto de los promotores de obras y de los propietarios

Al analizar la posible responsabilidad de terceros en las situaciones de contrata uno de los problemas específicos que se plantea inmediatamente es la posibilidad de cuestionarse si cabe atribuir responsabilidad a los promotores y propietarios de la obra.

En principio, los promotores pueden ser también constructores, asumiendo parte de la obra y subcontratando el resto. En estos casos parece evidente que además de promotores son empresarios principales (contratistas conforme al concepto de la Ley 32/2006 y tal como expresamente dispone el artículo 3 e) de la misma) por lo que lo expuesto anteriormente situaría exactamente su marco de responsabilidad.

Ahora bien, puede ser que el promotor asuma estrictamente las funciones como tal, es decir, el mero encargo de la obra pero sin realizar labores de ejecución de parte de la misma, es decir, sin actuar como constructor.

En estos casos normalmente no se le puede considerar empresario principal y por ello no se le puede exigir responsabilidad como tal, ni tiene una obligación específica de vigilancia sobre las empresas que ejecuten la obra, obligación que corresponderá en ese caso al contratista (empresario principal) sobre los subcontratistas. Ello no supone que pueda desentenderse absolutamente de la materia relativa a la seguridad y salud laboral.

Como se ha ido señalando, sobre él pesan un conjunto de obligaciones derivadas especialmente del RD 1627/1997, y que se concretan sobre todo en la elaboración del estudio de seguridad y en la designación de coordinador de seguridad. 

El incumplimiento de estas obligaciones puede generar, en su caso, todas las responsabilidades a que se ha hecho mención e incluso ya se analizó que se admite como infracción administrativa imputable al promotor la actuación defectuosa del coordinador de seguridad (artículo 12.24.d) y e) del TRLISOS).

No existe pues inconveniente para atribuirle, pero sólo por el incumplimiento de las obligaciones que específicamente le corresponden, responsabilidad penal en cuanto su conducta personal haya influido en el riesgo o los daños producidos
, administrativa (existen infracciones tipificadas, sobre todo artículos 12.23 y 12.24 y 13.8 TRLISOS), de seguridad social, concretamente en materia de responsabilidad sobre el recargo de prestaciones
 o, finalmente, de reparación de los daños de ámbito privado
.

Supuesto adicional es el de que, aunque el promotor no asuma labores de constructor, se reserve facultades de control, dirección, coordinación, etc. en la ejecución de la obra, en cuyo caso sí cabe atribuirle responsabilidad por la dejación de esas responsabilidades, salvo en aquellos casos en los que se requiera tipificación de la conducta y ésta no encaje en ningún tipo infractor. De hecho existen precedentes de condena de promotores, precisamente por esa falta de ejercicio correcto de estas facultades que contractualmente se había reservado
.

En el supuesto contrario, esto es, si no había existido esa reserva de funciones de control, dirección, coordinación, etc., tal como se ha dicho, en principio el promotor no será responsable por incumplimientos del contratista o subcontratista, debiendo además entenderse que, como regla general, en los contratos de ejecución de obra el constructor, salvo pacto expreso en contrario, actúa con autonomía
.

Por razones similares tampoco, normalmente y salvo excepciones derivadas de que se aprecie en su conducta una especial negligencia que haya influido en el accidente,  pueden ser condenados los meros propietarios de una finca que encargan una obra o reparación, sobre los que, en principio, no recaen especiales obligaciones preventivas
 y lo mismo cabe decir en supuestos distintos de la construcción en relación con propietarios de inmuebles que encargan tareas de mantenimiento
.

c) Los trabajadores autónomos

La situación de los trabajadores autónomos presenta alguna peculiaridad.

Por un lado su situación a efectos preventivos es relevante exclusivamente cuando presten servicios conjuntamente con otras empresas, bien compartiendo instalación, bien en situación de contrata. En los demás casos la protección del autónomo queda, en principio, a su cargo.

Ahora bien, en esas otras situaciones más complejas el autónomo se contempla desde una doble perspectiva: como empresario y como trabajador.

Como empresario, aunque forme parte de una cadena de contratas, en principio no hay una especial obligación de vigilar que se ocupe de su propia seguridad y salud laboral. Se supone que el empresario comitente le ha contratado como profesional entendido en una determinada materia o labor y que, en consecuencia, es conocedor de la “lex artis” que comprende también el conocimiento de las reglas necesarias en materia de autoprotección de la seguridad y salud laboral, por ello realiza su trabajo con autonomía y esa falta de dependencia, en relación con los otros empleadores situados jerárquicamente en una posición superior de la cadena, justifica que se dispense a estos de esa obligación de vigilancia
.

Como empresario sí que se le contempla como sujeto obligado en cuanto, en la medida que sea titular de un centro o participe en tareas conjuntas en un centro con otros empleadores, le alcanzarán las obligaciones derivadas en general y al margen de la existencia o no de una situación de contrata de lo dispuesto en el artículo 24 de la LPRL y en las normas de desarrollo generales y específicas en el ámbito de la construcción a las que ya se hizo mención. Esa obligación, según la posición que ocupe – garante de la seguridad del local, obligado a informar, obligado a coordinarse –, justifica que si la incumple y eso genera un accidente de trabajo que afecte a un empleado de otro de los empresarios de la cadena de contratas o que comparte local con él, se le pueda exigir responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones, responsabilidad que podrá extenderse a todos los ámbitos señalados en general y que, por ejemplo, justifica que se prevea su condición de sujeto responsable en materia de infracciones administrativas relativas a la prevención de riesgos laborales, tanto en general (artículo 2.8 LPRL), como en algún supuesto específico – precisamente el relativo a la falta de coordinación que es en el que normalmente le alcanzará responsabilidad – (artículos 12.13 y 13.7 LPRL).

Si lo anterior es lo que le alcanzará como empresario, como trabajador se le contempla como sujeto a proteger en esas mismas situaciones. En efecto, en la medida que participe en una cadena de contratas en el centro de otro empresario o simplemente cuando preste servicios en el local propiedad de otro sujeto, éste le debe garantizar la seguridad de las instalaciones y, en su caso, la información y, cuando proceda, la adopción de medidas de coordinación ya mencionadas. Por tanto, cuando sea el empresario contratista, principal o titular el que omita medidas de seguridad y estas repercutan en un accidente en el trabajo del trabajador autónomo podrá exigírseles responsabilidad, especialmente de reparación de los daños en el ámbito privado
 y en casos extremos penal
 o administrativa si la conducta incurriese en alguno de los supuestos expresamente tipificados.

Cabe, pues, concluir, como se avanzó que el autónomo presenta una peculiar situación en materia de responsabilidad de terceros en prevención de riesgos laborales, dada la dual posición que ostenta como trabajador y empresario en los términos analizados.

d) Las empresas que gestionan la prevención y las entidades auditoras
El problema central se plantea en relación con las empresas destinadas a la actividad de servicio de prevención externo. En principio hay que partir de que en estos momentos estas empresas son responsables administrativamente, no sólo de incorrecciones formales o materiales en su constitución y en el cumplimiento de los requisitos para actuar como tales, sino también del incorrecto desarrollo de las tareas que se les encomendaron por los empleadores con los que conciertan su servicio (artículo 12.22 del TRLISOS), sin perjuicio de que también pueda existir al respecto responsabilidad del empleador del trabajador por la infracción concreta cometida, teniendo en cuenta que debió elegir un buen servicio de prevención externo y vigilar, razonablemente, sus actuaciones.

En todo caso puede existir, como ya se avanzó, algún matiz en supuestos de infracciones difíciles de detectar imputables a actuaciones incorrectas en aspectos muy técnicos del servicio de prevención externo, pues entonces se puede hacer complejo imputar responsabilidad al empleador y puede ser que sólo exista responsabilidad de la entidad, del tercero con el que se concertó la actividad preventiva.

Partiendo de esa posibilidad de infracción administrativa no debe descartarse que también estas entidades puedan ser responsables solidarios – y excepcionalmente exclusivos – del recargo de prestaciones. Es dudoso si tienen cabida en el concepto de empresario infractor pero desde luego en la actualidad, una vez tipificada una infracción
 y vista la influencia que el fallo de estas entidades puede tener en la producción de un accidente de trabajo, no creo que deba descartarse la posibilidad, que generalmente se producirá, en los términos ya expuestos, en concurrencia con el empleador del trabajador, incluso en atención a lo previsto en el artículo 14.4 LPRL.

Además, como se dijo, el artículo 23 d) del Reglamento de los Servicios de Prevención, aprobado por Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, obliga a las entidades que actúan como servicios de prevención externo a tener suscrita una póliza de responsabilidad civil que, desde luego cubrirá las posibles acciones de repetición por parte del empresario, pero que también podría cubrir otros tipos de  reclamaciones directamente efectuadas frente a ellas por los trabajadores accidentados o sus causahabientes en solitario o en concepto de responsables concurrentes con el empleador del trabajador
. 

Finalmente, también en el orden penal puede pensarse hipotéticamente en una responsabilidad penal de las personas físicas que actúan por cuenta de la entidad societaria que realiza las labores de servicio de prevención externo. Sus actuaciones – generalmente sus omisiones de actuación o las incorrecciones en sus actuaciones – hipotéticamente pueden tener encaje en el artículo 318 CP y en los delitos o faltas genéricos aplicables, aunque al respecto habrá que estar a lo que se concertó con ellas y a la capacidad de actuación real que tenían, además de que en cuanto al delito de riesgo en la mayor parte de los casos no habrá conducta típica porque no existirá ni dolo ni imprudencia grave en su actuación ya que, generalmente, sus conductas incidirán en meros descuidos o negligencias, considerados la mayor parte de las veces como imprudencias leves.

En situación similar a cuanto se ha expuesto, salvo por lo que hace a la inexistencia de obligación de tener suscrita una póliza de responsabilidad civil, pueden encontrarse las entidades auditoras en materia de prevención, en la medida que se consideran infracciones la incorrecta realización de las labores auditoras por incumplimiento de las obligaciones al respecto exigibles (artículo 12.25 LPRL) y, como infracción muy grave, la alteración o falseamiento del informe de la auditoria (artículo 13.13 LPRL). Al respecto debe tenerse en cuenta, además, que la auditoria obligatoria, otra cosa son las voluntarias, es una auditoria reglada, estableciendo la normativa el contenido mínimo del informe auditor (artículos 30, 31, 31 bis y 32 del Reglamento de los Servicios de Prevención, aprobado por RD 39/1997, de 17 de enero), por lo que los incumplimientos en el mismo, especialmente por omisión de aspectos que debieron constar en él, son fácilmente detectables.

B) LOS EMPLEADOS DEL EMPRESARIO

Al respecto creo que hay que aludir a tres colectivos: los administradores sociales y directivos, el resto de empleados, incluyendo a quienes desarrollan tareas preventivas, y finalmente, quienes desarrollan tareas de representación de los trabajadores, generales o específicas (delegados de prevención).

a) Administradores sociales y altos cargos directivos

En la actualidad la mayor parte de los empresario adoptan formas de personalidad jurídica y eso, en materia de responsabilidad, plantea alguna complejidad pues en ciertos casos la responsabilidad puede derivarse hacia quienes ostentan funciones de gestión y dirección de la sociedad. 

1º) Responsabilidad penal.

Cuando la reclamación puede conducir a que se impongan sanciones personales, éstas no pueden recaer sobre la persona jurídica. 

Además, esto, que en nuestro ordenamiento se concreta en las sanciones penales, no en las administrativas en las que el empresario sin distinción es sujeto responsable (artículo 2 TRLISOS), se enmarca en el principio al que se acoge esencialmente el Código Penal de que las sociedades no pueden delinquir, por lo que los imputados y penados habrán de ser los gestores, directivos, mandos, etc. (artículos 31 y 318 CP)
, lo que plantea tres problemas: uno, quien ha de ser condenado en estos casos; otro, determinar si sobre la persona jurídica la condena produce algún efecto; y el tercero, determinar si en estos casos existe identidad o no de sujeto a efectos de la prohibición del “bis in idem”.

Dejando al margen la tercera cuestión que ya ha sido abordada, las soluciones a las restantes cuestiones hay que buscarlas en la legislación y en la jurisprudencia.

En cuanto a la primera cuestión, esto es, quién puede ser condenado, es obvio que el CP determina los supuestos y así en el artículo 31 CP alude a los que actúen como  administradores de hecho o de derecho y en el 318 CP, en relación con el delito de riesgo del artículo 316, abre algo más el campo aludiendo a los administradores o encargados del servicio y a quienes conociéndolos (los hechos) y pudiendo remediarlos no hubieran adoptado medidas para ello. 

En general, la jurisprudencia, en supuestos de accidentes de trabajo, se ha referido tradicionalmente a quienes ostentan mando o dirección, tanto de gestión, como técnicos y de ejecución y tanto se trate de mandos superiores como de mandos subalternos o intermedios, lo que permite condenar no sólo a directores y gerentes, sino también, como analizaré posteriormente, a encargados, capataces, jefes de obra, e incluso técnicos y coordinadores de seguridad
, ahora bien, los directivos podrán ser condenados no por el mero hecho de ocupar determinado puesto o por el mero hecho de ser directivos o porque nominalmente figuren así en escrituras mercantiles o en los organigramas de la empresa
, sino por el ejercicio real de sus funciones, es decir por ser de hecho administradores, gestores o directivos y por su relación con los hechos ocurridos
, pues el principio de culpabilidad exige valorar la conducta personal de cada uno.

Los precedentes de condena, al margen de los señalados, son muchos y se concretan en la condena de socios-propietarios de la empresa societaria que llevaban la gestión de la misma
, presidentes de la compañía que conocían los hechos
, gerentes
 o administradores
.

En cuanto al segundo problema es indiscutible que aunque el condenado sea el directivo de la persona jurídica, sobre ésta también pueden recaer consecuencias en el orden penal. 

Por un lado, el propio artículo 31 CP prevé la responsabilidad solidaria sobre el pago de la multa que pudiera imponerse al administrador de hecho o de derecho, es decir, responsabilidad solidaria sobre la pena; además, el empresario persona jurídica asume en defecto del condenado la responsabilidad civil que se derive del delito conforme al artículo 120 CP
; finalmente sobre la persona jurídica pueden recaer a efectos de prevenir la continuidad de la conducta delictiva o sus efectos las medidas accesorias que se contemplan en el artículo 129 CP: clausura de la empresa, sus locales o establecimientos con carácter temporal o definitivo, disolución de la sociedad, suspensión de sus actividades por un máximo de 5 años, prohibición temporal o futura de realizar los negocios y actividades en los que se hubiesen producido los delitos, intervención de la empresa. Así pues, la condena de los mandos y directivos y de otros posibles sujetos responsables no impide que sobre la persona jurídica recaigan, también, consecuencias por el hecho delictivo.

2º) En el ámbito de las infracciones administrativas.

A diferencia de cuanto se ha expuesto en el ámbito penal, en materia de infracciones administrativas, al concretarse estas en sanciones económicas, no hay ningún problema para que responda la mercantil directamente con su patrimonio. Además no hay previsión legal que incluya a los administradores, gerentes, directivos y similares entre los sujetos responsables de las infracciones administrativas en materia de prevención de riesgos laborales (artículo 2 TRLISOS). 

En atención a todo lo anterior no existe responsabilidad de estas personas en este ámbito, sin perjuicio de que los perjuicios ocasionados por sus actuaciones puedan ser objeto, en su caso, de las acciones de exigencia de reparación indemnizatoria que proceda, incluso en su caso en acciones de responsabilidad social.

3º) En el ámbito de la seguridad social.

Se puede reiterar cuanto se acaba de señalar en relación con el recargo de prestaciones, pues estos sujetos en ningún caso serían empresarios infractores y por tanto no podrían ser nunca los sujetos responsables del mismo conforme al artículo 123.2 TRLGSS. 

No debe descartarse, por el contrario, que, en su caso, puedan tener responsabilidad en materia de reintegro del gasto sanitario, pues éste puede ser reclamado de cualquier persona que haya sido considerada responsable civil o penalmente de los hechos que lo motivaron (127.3 TRLGSS). 

4º) En el ámbito de la reparación de daños de orden privado.

Cuando las responsabilidades se concretan en reclamaciones de cumplimiento y/o patrimoniales no hay problema, la persona jurídica puede proceder a actuar conforme se pide o reparar las consecuencias de los incumplimientos con su propio patrimonio, pero eso no impide que además, en atención a su conducta concreta, también los gerentes, directivos y similares puedan ser responsables de la reparación de los daños, aunque en este caso habrá que demostrar su implicación personal en los hechos de los que derivó el accidente de trabajo, porque el mero hecho de que se le imputase que la empresa omitió alguna medida de prevención necesaria sin que exista ninguna otra implicación personal del mismo en los hechos no justificaría, normalmente, que recayese sobre él responsabilidad frente al accidentado, sino que ésta recaería sobre el empleador, sobre la entidad societaria que es la que ha incumplido. La mala gestión del administrador tendría relevancia, eso sí, en el plano societario interno y normalmente y en su caso podrá dar lugar a reclamaciones de la sociedad contra él en exigencia de responsabilidad social
.

b) Otros trabajadores

1º) En el ámbito penal.

En general, la jurisprudencia, sobre todo en la materia que nos ocupa, se ha referido como ya se dijo, a la condena no sólo de directivos o administradores, sino en general a quienes desarrollan labores tanto de gestión, como técnicas y de ejecución y tanto se trate de mandos superiores como de mandos subalternos o intermedios, lo que permite condenar a encargados, capataces, jefes de obra, jefes de cuadrilla o brigada o equipo, ingenieros técnicos, técnicos, coordinadores y encargados o jefes de seguridad 
, e incluso arquitectos y arquitectos técnicos
, especialmente si actúan como coordinadores de seguridad y se detectan incorrecciones en su actuación como tales
, pues lógicamente si no se aprecian esas incorrecciones no se les podrá condenar por el mero hecho de tener atribuidas esas funciones
. En todo caso en cuanto a estos profesionales la responsabilidad se les atribuye en función, en todo caso, de sus obligaciones profesionales
 , siendo ello especialmente relevante en relación con los arquitectos superiores cuya responsabilidad puede quedar excluida o degradada por no ser obligatoria su presencia habitual en la obra en la que se trabaja
, aunque se advierte que su labor de dirección superior no puede ignorar una reiterada y advertida falta de medidas de seguridad y salud laboral frente a la que se advierte una conducta pasiva que le lleva incluso a no paralizar la obra, algo para lo que está facultado
. 

Incluso los meros compañeros de trabajo pueden ser también condenados por sus conductas incorrectas si influyen en el accidente
.

Debe destacarse, además, que la condena de todos los sujetos mencionados, en la medida que se produce en el marco de sus tareas laborales o profesionales, puede llevar aparejada la pena de inhabilitación especial para la profesión conforme al artículo 56 CP
. 

Ahora bien, todos estos sujetos podrán ser condenados, como ya se dijo en el supuesto de los directivos, no por el mero hecho de ocupar determinado puesto, sino por el ejercicio real de sus funciones y por las incorrecciones en las mismas
, pues el principio de culpabilidad exige valorar la conducta personal de cada uno y por ello no pueden ser condenados quienes no actuaron incorrectamente
, o no tenían competencias sobre los fallos preventivos
, o habían sido designados de forma simplemente formal para el ejercicio de unas funciones, como las de vigilantes mineros, para las que no se les había facilitado por la empresa la formación necesaria
, o quienes aparecían como encargados pero realmente no desempeñaban esas funciones o no se encontraban en el centro de trabajo al producirse los hecho
, o quienes se limitaban a meras funciones de asesoramiento cuyo alcance real ni siquiera se conoce con certeza
, o quienes desconocían totalmente los hechos y por tanto nada pudieron hacer al respecto
.

También al respecto cabe señalar que, sobre todo en materia del delito de riesgo, sólo quienes tuviesen facultades de decisión o ejecutivas pueden incurrir en el tipo de penal, los que realicen funciones de mero asesoramiento, advertencia, etc. difícilmente pueden realizar conductas consistentes en “no facilitar los medios”. Ello hace difícil que en estos casos pueda recaer responsabilidad penal sobre los trabajadores designados por el empresario para realizar labores preventivas, además de que generalmente tampoco sus conductas es fácil que encajen en comportamientos dolosos o de imprudencia grave por lo que no serían típicas en el caso del delito de riesgo y en los casos de lesiones o muerte, en el peor de los supuestos, conducirían a que se estimase la existencia de una falta.

Lo que no es obstáculo en general para su responsabilidad, ni en el ámbito penal ni en ningún otro, es la afirmación del artículo 30.4 LPRL de que estos trabajadores no podrán sufrir ningún perjuicio derivado de sus actividades de prevención y protección de los riesgos profesionales en la empresa. La interpretación correcta del precepto debe llevar a entender, según creo, que lo se está estableciendo es una garantía frente al empleador, no frente a terceros, que es lo que tiene sentido en el conjunto del precepto. Además, en sentido estricto, las responsabilidades penales y privadas que sobre ellos podrían recaer, que por otro lado en el ámbito penal no serán frecuentes como he dicho, no serían por el ejercicio de sus funciones, sino más bien por la incorrección o no ejercicio de las mismas.

2º) En el ámbito de las infracciones administrativas.

No puede atribuirse responsabilidad a los trabajadores por las mismas razones que se contemplaron en el supuesto de los directivos.

3º) En el ámbito de la seguridad social.

También en este ámbito cabe remitirse a cuanto se dijo en relación con los directivos, descartándose cualquier responsabilidad sobre el recargo de prestaciones pero no, hipotéticamente, sobre el reintegro del gasto sanitario.

4º) En el ámbito de la reparación de daños privada.

En este caso es evidente que los empleados del empresario pueden ser responsables frente al accidentado o sus causahabientes de la reparación de los daños derivados del accidente de trabajo producido por alguna conducta incorrecta de los mismos (mediando dolo o negligencia). Al respecto no es infrecuente la condena, además de los directivos, de encargados, jefes de obra técnicos de seguridad, vigilantes mineros, etc.
, solidariamente, en su caso, con el empresario para el que prestan servicios o al que auxilian en sus tareas. 

Incluso los compañeros de trabajo pueden ser demandados y condenados en esta materia
.

También ha sido frecuente la condena de arquitectos técnicos
 y, en menor grado, de arquitectos superiores pues existe jurisprudencia que no les responsabiliza directamente del cumplimiento de las obligaciones preventivas y, en consecuencia les absuelve
. 

Sin duda a éste respecto en cada caso habrá que valorar, exactamente igual a como se expuso en materia penal, sus obligaciones profesionales y su conducta en relación con los hechos sucedidos; sólo si incumplieron sus obligaciones o se revela una conducta negligente procederá entenderlos como sujetos responsables, pero no en caso contrario
. 

En este sentido conviene no olvidar que las actuales normas de seguridad en el sector de la construcción establecen personas como los coordinadores de seguridad en el proyecto y los coordinadores de seguridad en la obra, que asumen directamente muchas de las labores preventivas y que, por ello, pueden aparecer como responsables inmediatos del incumplimiento de las normas preventivas.

c) El supuesto específico de los representantes de los trabajadores y de los delegados de prevención

He querido hacer una simple llamada al respecto de estos trabajadores para señalar que en las normas sobre prevención de riesgos laborales no hay obligaciones preventivas ni de los representantes de los trabajadores ni de los delegados de prevención.

Se les reconocen derechos de participación e incluso ciertas facultades de decisión, como la de paralizar el trabajo en caso de riesgo grave e inminente (artículo 21.3 LPRL), aunque precisamente como un derecho ante la falta de adopción de las medidas necesarias por parte del empleador, como del precepto se desprende claramente.

Como ya dije, me parece insostenible que del no ejercicio de este derecho o de la inexistencia de denuncias sobre una situación de inseguridad se pueda pretender extraer alguna posibilidad de imputarles responsabilidad en la materia. 

La responsabilidad debe venir de la falta de cumplimiento de las obligaciones, no de de la falta de ejercicio del derecho de resistencia. 

Además, cualquier exigencia de responsabilidad por la inactividad requeriría suponer que estos representantes de los trabajadores pudieron valorar correctamente los hechos y estaban en situación social de actuar, lo que no es fácil, además de que el accidente se habrá producido, en su caso, por la falta de medidas preventivas que en ningún caso les es imputable
.

C) OTRAS PERSONAS QUE PUEDEN SER CONSIDERADAS COMO TERCEROS RESPONSABLES

En atención a la complejidad de la prevención de riesgos laborales cabe pensar en la responsabilidad de otras muchas personas, incluyendo la de los fabricantes, importadores y suministradores que, aunque administrativamente discurrirá generalmente en ámbitos extralaborales  (infracciones de industria y consumo), puede dar lugar a responsabilidad penal – normalmente por los delitos genéricos, no por el específico de riesgo – y de reparación de los daños – tanto frente al empresario como frente al trabajador accidentado -
, con la duda de si se les puede considerar “empresarios infractores” a efectos del recargo de prestaciones, lo que en mi opinión sólo será posible cuando concurra alguna circunstancia adicional como, por ejemplo, que para el montaje, instalación, suministro, etc. se realicen trabajos en un mismo local con el empresario del trabajador, lo que justificaría, en este caso sí, la aplicación de concretas obligaciones preventivas al amparo del artículo 24 LPRL y sus normas de desarrollo
.

También cabe destacar el supuesto de los funcionarios públicos encargados de labores de vigilancia y control en materia de prevención de riesgos laborales, sobre todo, la de los Inspectores de Trabajo que además, en la medida que fuesen condenados en vía penal o declarados responsables en vía civil, generaría la responsabilidad subsidiaria de la Administración Pública (1903 CC y 121 CP). Es claro que estos funcionarios no pueden ser responsables de infracción administrativa, pues no están contemplados como sujetos infractores en el artículo 2 LPRL, ni del recargo de prestaciones,  porque en ningún caso pueden tener la condición de “empresario infractor”. Pero no debe descartarse su responsabilidad penal y de reparación de daños en el orden privado.

Su actuación difícilmente encajará en la conducta típica del delito de riesgo, consistente en no facilitar los medios de seguridad necesarios, pero si puede ser típica en los delitos y faltas genéricos (homicidio, lesiones), especialmente por la omisión de las facultades que la ley les da y que están obligados a ejercer en orden a requerir el cumplimiento de las normas de seguridad y salud laborales y, en su  caso, a paralizar los trabajos hasta que esos medios se faciliten.

Conviene retener que las facultades reconocidas en este orden a la Inspección de Trabajo lo son para el cumplimiento de sus funciones (artículo 9 LPRL), funciones a las que está obligada, pues son el desarrollo de la obligación constitucional de los poderes públicos de velar por la seguridad e higiene en el trabajo (artículo 40.2 CE), y que la omisión en el cumplimiento de ese deber puede tener influencia en los daños derivados del accidente de trabajo si se demuestra que, de algún modo, el mismo pudo evitarse con una actuación correcta del funcionario ante unos hechos que pudo y debió conocer, que pudo y debió valorar correctamente y frente a los que pudo y debió actuar.

Es claro, pues, que la posibilidad de responsabilidad es residual, porque requerirá que se acrediten estos tres elementos a los que acabo de hacer referencia: conocimiento de los hechos, conocimiento del alcance de los mismos, conocimiento de la posibilidad de actuación. Sólo podrá exigirse responsabilidad a estos funcionarios si hubo una conducta negligente, bien para conocer los hechos, por ejemplo omitiendo las labores normales ante la denuncia de una situación, bien para valorarlos, despreciando por ejemplo la valoración de situaciones de inseguridad fácilmente detectables y previsibles o que, con una actitud prudente debieron someterse a investigación, o si se omitieron claramente actuaciones que era evidente que debían adoptarse. 

No es fácil que se produzca esta situación pues en muchos casos la situación de inseguridad será desconocida o incluso, aunque el Inspector de Trabajo haya girado visita a la empresa, no siempre se detectará una situación de riesgo, para lo que pueden ser necesarios conocimientos técnicos de los que el Inspector puede carecer.

En cualquier caso, como he dicho, no cabe descartar absolutamente la responsabilidad de estos funcionarios cuando se aprecie una manifiesta conducta omisiva, de desentendimiento de las condiciones de inseguridad en las que se trabajaba, siquiera por imprudencia leve. De hecho así se ha estimado en el famoso caso Ardystil
.

Finalmente, y como tercero que asume la responsabilidad patrimonial por imprudencia de los condenados civil o penalmente – tanto del empresario del trabajador como de posibles terceros – cabe referirse a las empresas aseguradoras simplemente a efectos de resaltar alguna cuestión que aparece en ciertos pronunciamientos judiciales y que, por lo tanto parece evidenciar una cierta conflictividad.

En primer lugar hay que resaltar que las aseguradoras responden en los términos de la poliza suscrita, esto es en relación con los riesgos cubiertos por la misma y con el límite de cuantía fijado en ella. Es claro que el empleador o un tercero puede ser condenado por otros riesgos y en este caso al no quedar comprendidos en la póliza la aseguradora no responde de ellos
, como tampoco la cuantía fijada en el contrato de seguro limita la posible condena al empleador o tercero que, de darse este supuesto, verán como la aseguradora asume la condena hasta el límite contractualmente pactado y por la diferencia seguirán siendo responsables ellos.

En cualquier caso, la interpretación de las dudas que suscite la póliza por falta de claridad debe ser hechas en favor de la parte que no la ocasiona y como los contratos de seguro normalmente se redactan por la aseguradora, la oscuridad, la falta de claridad le debe ser imputada a ella, justificando la interpretación de esas cláusulas confusas en el sentido menos favorable para la aseguradora
.

En este sentido, por ejemplo, se ha entendido que el seguro de la empresa usuaria, salvo previsión expresa en contrario, cubre también los accidentes sufridos por los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal y que prestan servicios para aquél
. 

CONCLUSIÓN
Hasta aquí un análisis de la responsabilidad de terceros en materia de accidente de trabajo. Como puede apreciarse los posibles sujetos responsables son muy variados y las cuestiones que plantea su responsabilidad son múltiples y, sin duda, muchas quedan por estudiar. En cualquier caso creo que hay que conseguir un cierto equilibrio entre dos principios. El primero el principio de culpabilidad, basado esencialmente en exigir una conducta prudente de todos quienes intervienen en materia preventiva y que debe evitar extender indefinidamente la cadena de sujetos responsables hasta límites poco razonables, bien objetivando mucho las conductas en atención a las que se exige esa responsabilidad, lo que no parece justificado esencialmente cuando se trata de responsabilidad de terceros, bien extendiendo la responsabilidad a sujetos cuyas obligaciones no aparecen claras o cuyas posibilidades reales de actuación son en la práctica inexistentes.

El segundo principio, que ha de combinarse con el anterior, es el de la máxima eficacia preventiva, que debe impedir que la existencia de numerosos sujetos obligados o con competencias en materia preventiva, conduzca a que cada uno delegue sus obligaciones en otro, difuminándose así claramente quien es el responsable, en definitiva, de adoptar una determinada medida preventiva o de tomar decisiones en la materia. Sólo la extensión de la responsabilidad a todos quienes realmente podían haber actuado y tenían facultades reales para hacerlo, garantiza, en último extremo, el efecto incentivador esencial de que nadie se desentienda de sus obligaciones preventivas.

El razonable equilibrio que al respecto de estos dos principios debe alcanzarse será la garantía de un régimen de responsabilidades razonable y al servicio de la prevención, disuasorio del incumplimiento e incentivador de las conductas prudentes, lo que es, en definitiva, el objetivo razonable de todo el conjunto de responsabilidades que existen en la materia preventiva.

� Véase un ejemplo en el caso resuelto en la STSJ Castilla y León/Valladolid, de 7 de julio de 2006, Recurso nº 1104/2006, en el que se impuso el recargo de prestaciones a una empresa sucesora – además de debatirse si se impone también a otra entidad por formar parte del mismo grupo de empresas. En la sentencia aparece también, subyacente, el problema de las falsas apariencias empresariales.


Todas las sentencias que se citan indican el orden jurisdiccional al que pertenece el órgano que las dicta salvo las del orden social, en las que se omite dicha referencia.


Las referencias corresponden o al número del recurso correspondiente (apelación, suplicación, casación), o al repertorio arazandi correspondiente, o a las bases de datos Tirant On Line (TOL) o Westlaw (JUR). 


� Como razona en el ya citado supuesto de existencia de grupo de empresas la STSJ Castilla y León/Valladolid, de 7 de julio de 2006, Recurso nº 1104/2006, entendiendo que en esos casos existe una comunidad entre todos los integrantes del grupo que es la que, en definitiva, ha de considerarse empleadora del trabajador.


� Como se ha expuesto, el principio de evitar el daño a otros rige plenamente en esta materia y puede hacer que de él se deriven responsabilidades para quienes lo infringen. Al respecto, por todos, Moliner Tamborero, G. “La responsabilidad civil empresarial derivada del incumplimiento de las previsiones contenidas en la Ley 31/1995, de prevención de riesgos laborales”, Actualidad Laboral, número 19, 1996, página 406.


� Como resuelve, por ejemplo, STSJ Castilla y León/Valladolid, de 18 de enero de 2006, Recurso 2261/2005. 


� Por ejemplo STS (Civil) de 18 de julio de 2005, Recurso 1137/1999.


� Al respecto puede verse SAP (Penal) Madrid de 18 de junio de 2003, ARP 773, razonando como el empresario, aunque tenía trabajadores encargados de ciertas tareas, debía conocer la situación de inseguridad y se desentendió de ella.


� Véase la exposición de la cuestión y el debate que puede suscitar en Valverde Asencio, La responsabilidad administrativa del empresario en la relación laboral, Civitas, Madrid, 1996, especialmente páginas 220 a 224.


� Como señala Valverde Asencio, La responsabilidad administrativa del empresario en la relación laboral, op. cit. página 224.


� Así, por ejemplo, STSJ (Cont-Admtvo) Madrid de 27 de marzo de 2004, JUR 222519, razonará como aunque un director técnico de obra es el competente para la certificación de los andamios, la obligación preventiva era de la empresa y ésta conocía la falta de certificación de los mismos y nada hizo al respecto, por lo que es responsable de la infracción.


� Como razona, por ejemplo, la STS (Cont-Admtvo) de 17 de junio de 1997, RJ 5298, en la que se exonera de responsabilidad al empresario por cuanto los hechos fueron realizados por uno de sus empleados sin consentimiento ni conocimiento del empresario. De la STS (Cont-Admtvo) de 23 de enero de 1998, RJ 601 se deduce igualmente, en un supuesto de encargo de la gestión de los temas laborales, que, si el empresario hubiese agotado su diligencia, podría no ser responsable.


� Al respecto, Pérez Capitán, L. “Una mirada crítica a la regulación del sujeto responsable en el ámbito sancionador administrativo del derecho de prevención de riesgos laborales”, Revista de Derecho Social, número 35, 2006, pagina 88.


� Sólo a título de ejemplo, entre las recientes, STS (Civil) de 26 de octubre de 2006, JUR 256113 y SSAP (Civil) Pontevedra de 9 de marzo de 2006, Recurso 39/2006 y de 31 de julio de 2006, Recurso 169/2006 y Murcia de 21 de febrero de 2006, Recurso 437/2005.


� Como apunta STS (Civil) de 19 de junio de 2000, RJ 5291.


� Por ejemplo STS (Civil) de 3 de abril de 2006, Recurso 3100/1999, con cita de diversa jurisprudencia a la que me remito. En el mismo sentido, aunque en esos casos absolviendo, precisamente por la falta de dependencia pueden verse las sentencias que se citan a continuación.


� SSTS (Civil) de 6 de marzo de 2006, RJ 1054, de 13 de mayo de 2005, RJ 3996 y de 18 de julio de 2005, Recurso 1137/1999.


� Argumento que directa o indirectamente aparece en algunas sentencias. Al respecto véanse SSTS (Civil) de 6 de marzo de 2006, RJ 1054 y de 18 de julio de 2005, Recurso 1137/1999.


� Ese debate se ha suscitado en la jurisprudencia civil en orden a la responsabilidad de los empleadores por las acciones de sus empleados de alta cualificación técnica; al respecto véase con remisión a la jurisprudencia en ella citada STS (Civil) de 19 de junio de 2000, RJ 5291.


� Al respecto, por ejemplo, SAP (Penal) Madrid de 18 de junio de 2003, ARP 773 – en relación con la seguridad y salud laboral - y en el orden de las infracciones administrativas y en relación con obligaciones laborales en general, STS (Cont-Admtvo) de 23 de enero de 1998, RJ 601.


� Al respecto, por ejemplo, con mayor razonamiento, Rodríguez Mesa, M. J. “Unas notas acerca de la responsabilidad penal en materia de siniestralidad laboral”, Revista de Derecho Social, número 21, 2003, páginas 204 y siguientes.


� Como razonan, por ejemplo, en materia de accidentes de trabajo SAP (Penal) Almeria de 7 de abril de 2004, ARP 344 y León de 3 de junio de 2004, JUR 180092.


� Tal como razona y aplica, en su caso y de concurrir el supuesto, la jurisprudencia. Al respecto STS (Cont-Admtvo) de 26 de enero de 2002, RJ 7330 y SSTSJ (Cont-Admtvo) Madrid de 20 de octubre de 2003, JUR 182819 (de 2004) y de 11 de diciembre de 2003, JUR 252229 (de 2004) – que aclara además que el contratista debe vigilar a su vez al subcontratista y responde también solidariamente con este, en cuanto que asume para él la posición de empresario principal -, Castilla y León/Valladolid de 16 de marzo de 2004, JUR 238486 y Navarra de 2 de julio de 2004, JUR 275571


� Véase aplicando responsabilidad solidaria al empresario principal con el empresario del trabajador en materia de recargo de prestaciones, por su falta de vigilancia, por ejemplo, en STS de 22 de noviembre de 2002, RJ 510 (de 2003).


Esta es también la tesis general que se aplica en el orden civil ante incumplimientos en el orden laboral. Véase por todas STS (Civil) de 1 de octubre de 1999, RJ 7004.


� Véase el claro razonamiento al respecto en STS (Civil) de 28 de octubre de 2005, RJ 7614.


� Como razona igualmente la sentencia citada en la nota anterior.


� Como resuelve, con cita de numerosa jurisprudencia precedente, a la que me remito, STS (Civil) de 18 de abril de 2006, RJ 2200


� Por ejemplo STSJ Cantabria de 6 de marzo de 2006, Recurso 1078/2005.


� SJ (Penal) de 4 de agosto de 2005, procedimiento 475/2005. En el ámbito administrativo así se entiende cuando el expediente se dirige sólo contra quien en ese momento se considera responsable, sin perjuicio de que de haber más, pudiera luego, en su caso, tramitarse un expediente por infracción contra ellos, pero sin que esto produzca en ningún caso la nulidad del primero, como resuelve STSJ (Cont-Admtvo) Cataluña de 11 de enero de 2006, Recurso 731/2000.


� SAP (Penal) Alicante de 27 de abril de 2006, JUR 184001.


� STSJ Canarias/Las Palmas de 13 de junio de 2006, Recurso 589/2005. Claro es esta conclusión se sostiene si se admite que la pretensión es inescindible y que no es posible reconocer el recargo sólo contra alguno de los hipotéticos sujetos responsables, lo que, como se ha visto, sí que se admite en materia de responsabilidad privada por daños. 


� SSTS (Cont-Admtvo) de 23 de julio de 2001, Recurso 452/1996 y de 7 de diciembre de 2004, Recurso 300/2003, entre otras.


� STS (Cont-Admtvo) de 7 de diciembre de 2004, Recurso 300/2003.


� STS (Cont-Admtvo) de 24 de octubre de 2001, Recurso 2981/1996.


� Solución que ha sido considerada insuficiente y sometida a crítica en algunas opiniones, especialmente por la dificultad para identificar la situación de contrata en la que se aplica esa responsabilidad y por la falta de una solución matizada en atención a los supuestos que pueden existir, que son mucho más diversos de lo que la norma contempla. En este sentido Pérez Capitán, L. “Una mirada crítica a la regulación del sujeto responsable en el ámbito sancionador administrativo del derecho de prevención de riesgos laborales”, op. cit. paginas 88 a 95.


� Véase por ejemplo STS (Cont-Admtvo) de 10 de diciembre de 2001, Recurso 5694/1996


� Como resuelve STS (Cont-Admtvo) de 3 de noviembre de 2003, Recurso 4896/2000


� Véase el claro razonamiento que resume la doctrina al respecto de STSJ Castilla y León/Valladolid, de 27 de marzo de 2006, Recurso 388/2006.


� Como se ha apuntado doctrinalmente, por ejemplo por Luque Parra, M. “La competencia de la jurisdicción social para conocer de las demandas de responsabilidad civil de los promotores y dirección facultativa (en cuanto terceros) en materia de seguridad y salud laboral. Comentario a la STS UD de 22 de junio de 2005 (RJ 6765)”, Iuslabor, número 4, 2005. Disponible en http://www.upf.edu/iuslabor/042005/competenciaParra.htm.


� En este sentido, por todos, Camas Roda, F. “Responsabilidad empresarial por siniestralidad laboral” en AA.VV. (Pumar Beltrán, N. coordinador) La responsabilidad laboral del empresario: siniestralidad laboral, Bomarzo, Albacete, 2006, página 147.


� Por todos y a título de ejemplo, Pérez Capitán, L. “Una mirada crítica a la regulación del sujeto responsable en el ámbito sancionador administrativo del derecho de prevención de riesgos laborales”, op. cit., pagina 87; Moreno Márquez, A., Los servicios de prevención, Tirant Lo Blanch, Valencia, 1997, página 232 y Sala Franco, T. La responsabilidad de los servicios de prevención ajenos a la empresa y del personal a su servicio, Actualidad Laboral, número 12, 2000, página 191.


� Como señala Lousada Arochena, J. F. “La responsabilidad de los técnicos de prevención”, Revista de Derecho Social, número 22, 2003, página 86.


� Además de que así se desprende de las normas aplicables; en la doctrina, por todos, González Ortega, S. “La organización de la prevención por el empresario: los servicios de prevención”, Temas Laborales, número 50, 1999, página 44 y las opiniones que se citarán posteriormente.


� En términos parecidos véase Luque Parra, M. La responsabilidad civil del empresario en materia de seguridad y salud laboral, CES, Madrid, 2002, páginas 148 a 151. Para Aparicio Tovar, J. “Las obligaciones del empresario de garantizar la seguridad y salud en el trabajo”, Civitas Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 49, 1991, página 732 la actuación en cumplimiento de ordenes particulares o generales del empresario excluye la posibilidad de repetición,


� Al respecto Lousada Arochena, J.F. “La responsabilidad de los técnicos de prevención”, op. cit. página 87. Luque Parra, M, La responsabilidad civil del empresario en materia de seguridad y salud laboral, op. cit. página 151, alude a que esta acción de regreso sólo sería posible de concurrir dolo o culpa grave.





� Al respecto con amplio análisis Camas Roda, F. “Responsabilidad empresarial por siniestralidad laboral” en AA.VV. (Pumar Beltrán, N. coordinador) La responsabilidad laboral del empresario: siniestralidad laboral, op. cit., páginas 148 y siguientes. En la misma obra ya abordé el problema en “Manifestaciones de la responsabilidad empresarial en el Derecho del Trabajo y la Seguridad Social”, páginas 50 a 52.


� STS (Cont-Admtvo) de 12 de julio de 2001, RJ 6075 y STSJ (Cont-Admtvo) Aragón, de 21 de enero de 2004, JUR 231586.


� STS (Penal) de 10 de abril de 2001, RJ 6808.


� STC de 11 de octubre de 1999, RTC 177.


� Admitida y aplicada sin problemas por la jurisprudencia, por ejemplo SSTS de 2 de febrero de 1998, RJ 3250; de 10 de diciembre de 1998, RJ 10501; de 17 de febrero de 1999, RJ 2598; de 20 de julio de 2000, RJ 7639, etc.


� Véase, por todos, González Del Rey Rodríguez, I. "Criterios de valoración del daño en la jurisprudencia civil y laboral", Tribuna Social, número 115, 2003, páginas 25 y 32.


� Tal como entiende la jurisprudencia, por ejemplo, STS de 8 de abril de 2002, TOL s/n.


� Por ejemplo SSTS (Civil) de 6 de febrero de 1997, RJ 8972 y de 13 de julio de 1998, RJ 5122.


� Véase, entre otras, SSTS de 2 de febrero de 1998, RJ 3250 y de 10 de diciembre de 1998, RJ 10501.


� Al respecto, por ejemplo,  SSTS de 2 de octubre de 2000, RJ 9673, de 14 de febrero de 2001, RJ 2521, 9 de octubre de 2001, RJ 9595 y de 21 de febrero de 2002, RJ 4539.


� Por ejemplo, Desdentado Bonete, A. y De la Puebla Pinilla, A. "La responsabilidad del empresario por los accidentes de trabajo y el recargo de prestaciones por infracción de normas de seguridad. Algunas reflexiones sobre las últimas aportaciones de la Jurisprudencia", Tribuna Social, número 125, 2001, páginas 22 y siguientes y Rodríguez Piñero, "El derecho de daños y la responsabilidad por accidente de trabajo", Relaciones Laborales, Tomo I, 2003 páginas 32 y siguientes.


� Por ejemplo, Aramendi Sánchez, "Responsabilidad contractual por accidente de trabajo", Revista de Derecho Social, número 2, 1998, páginas 103 y 104 y González Labrada, M. "Indemnización de daños y perjuicios por incumplimiento de obligaciones preventivas: la doctrina del Tribunal Supremo sobre el quantum indemnizatorio único y su proyección sobre el ejercicio de una tutela reparadora fragmentada" Revista de Derecho Social, número 7, 1999, páginas 166 y siguientes.


� STS (Civil) de 9 de febrero de 1998, RJ 771, de 20 de abril de 1998, RJ 3267 y de 11 de mayo de 1995, RJ 4229 y SAP (Civil) Pontevedra de 9 de marzo de 2006, Recurso 39/2006.


� Un análisis amplio de ellas, entre otros, en Goerlich Peset, J. M. “coordinación de actividades empresariales y prevención de riesgos laborales”, Actualidad Laboral, número 8, 1997, páginas 125 a 156.


� Al respecto Rodríguez Mesa, Mª.J. “Unas notas acerca de la responsabilidad penal en materia de siniestralidad laboral”, Revista de Derecho Social, número 21, 2003, páginas 200 a 202. 


� En ese sentido SAP (Penal) Barcelona de 26 de abril de 2004, JUR 209820, que absuelve a un subcontratista de cerrajería por el accidente sufrido por uno de sus trabajadores como consecuencia del deficiente montaje de un andamio realizado por otra empresa contratada por la constructora, sin que el subcontratista absuelto tuviese nada que ver con el andamio ni pudiese conocer que no era adecuado.


� Por ejemplo SAP (Penal) Coruña de 16 de junio de 2006, Recurso 320/2005.


� Ejemplos al respecto hay muchos, aunque normalmente los condenados suelen ser los directivos de las empresas. Al respecto razonando la responsabilidad de principal o titular del centro o propietario o contratista de la obra y de los subcontratistas, pueden verse SSAP (Penal) Coruña de 16 de junio de 2006, Recurso 320/2005 y  Lugo de 10 de febrero de 2006, Recurso 8/2006. 


� Como razona SAP (Penal) Huelva de 27 de febrero de 2006, Recurso 36/2006.


� Al respecto SAP (Penal) Almeria de 13 de enero de 2006, Recurso 273/2005.


� Como recuerda SAP (Penal) Teruel de 7 de febrero de 2006, Recurso 2/2006.


� En este sentido, por ejemplo, confirmando las sanciones a empresarios principales y titulares de los centros por accidentes de trabajadores de otros empresarios que, o no fueron sancionados por entender que no cometieron infracción o que, siéndolo, la sentencia revoca la citada sanción por no ser ellos responsables sino el primero, o simplemente revocando la sanción a estos últimos por entender que si hubo infracción esta resultaba imputable al empresario principal, pueden verse STS (Cont-Admtvo) de 10 de diciembre de 2001, RJ 2058 (de 2002) y SSTSJ (Cont-Admtvo) Madrid de 20 de octubre de 2003, JUR 182819 (de 2004), Castilla y León/Valladolid, de 26 de febrero de 2004, JUR 230433 y Baleares de 4 de junio de 2004, RJCA 424. En supuesto concreto en que se imputa sólo al titular del centro de trabajo por la falta de información a otras empresas que trabajaban en el mismo centro puede verse STS (Cont-Admtvo) de 3 de noviembre de 2003, Recurso 4896/2000


En la doctrina, ya con anterioridad a la tipificación de algunas infracciones a las que he aludido, se podían recoger análisis extensos sobre la necesidad de diferenciar entre el empresario del trabajador y el sujeto autor y responsable de la infracción que podía ser otro empresario; en este sentido, por todos, Valverde Asencio, La responsabilidad administrativa del empresario en la relación laboral, op. cit. especialmente páginas 129 y siguientes.


� Como establecen SSTS (Cont-Admtvo) de 7 de diciembre de 2004, Recurso 300/2003 y de 10 de diciembre de 2001, Recurso 5694/1996, o en relación con una contrata pero que prestaba servicios fuera del centro de trabajo del empresario principal, STS (Cont-Admtvo) de 23 de julio de 2001, Recurso 452/1996.


� Al respecto de ambas cuestiones, por ejemplo, STSJ (Cont-Admtvo) Cataluña de 11 de enero de 2006, Recurso 731/2000.


� Por ejemplo SSTS de 29 de abril de 2004, RJ 4491 y de 5 de mayo de 1999, RJ 4705.


� Además de las que se citarán STSJ Madrid de 27 de febrero de 2006, Recurso 4397/2005.


� Como se desprende de STSJ Cataluña de 21 de marzo de 2006, Recurso 2017/2005.


� SSTSJ Cataluña de 11 de enero de 2006, Recurso 8821/2004 y de 13 de marzo de 2006, Recurso 853/2001


� Como ha resuelto STSJ Castilla y León/Valladolid de 7 de abril de 2006, Recurso 441/2006, en relación con quien era simple propietario del camión con el que se realizaban los trabajos pero ni era empresario principal ni empresario del trabajador, ni titular del centro de trabajo.


� Supuesto en el que doctrinalmente se considera que la regla general debe ser considerar al principal como empresario infractor a efectos del recargo de prestaciones. En este sentido Goerlich Peset, J. M. “Coordinación de actividades empresariales y prevención de riesgos laborales”, op. cit. páginas 151 y 152.


� Al respecto en unificación de doctrina STS de 11 de mayo de 2005, Recurso 2291/2004. En el mismo sentido SSTSJ Cantabria de 29 de marzo de 2006, Recurso 219/2006 y de 15 de junio de 2006, Recurso 454/2006 y Castilla y León/Burgos de 11 de julio de 2006, Recurso 44/2006.


� Supuesto contemplado en unificación de doctrina en STS de 26 de mayo de 2005, Recurso 3726/2004.


� Al respecto, en unificación de doctrina, STS de 11 de mayo de 2005, Recurso 2291/2004 y en el mismo sentido, por ejemplo, STSJ Castilla y León/Burgos de 11 de julio de 2006, Recurso 44/2006.


� Como recuerda en unificación de doctrina STS de 11 de mayo de 2005, Recurso 2291/2004. En el mismo sentido SSTSJ Pais Vasco de 4 de abril de 2006, recurso 2546/2005, Cantabria de 15 de junio de 2006, Recurso 454/2006.


� Como aplica STSJ Cantabria de 29 de marzo de 2006, Recurso 219/2006. 


� STSJ Islas Baleares de 4 de septiembre de 2006, Recurso 337/2006.


� Como razona en unificación de doctrina STS de 11 de mayo de 2005, Recurso 2291/2004 y en el mismo sentido, por ejemplo, STSJ Castilla y León/Burgos de 11 de julio de 2006, Recurso 44/2006.


� STSJ Cataluña de 17 de febrero de 2006, Recurso 1963/2005.


� Como se aprecia en la ya citada STSJ Cataluña de 17 de febrero de 2006, Recurso 1963/2005.


� Por todas y en relación con los dos elementos citados STS de 22 de noviembre de 2002, Recurso 3904/2001.


� Al respecto STS (Civil) de 31 de mayo de 2006, RJ 3479.


� STS (Civil) de 28 de octubre de 2005, RJ 7614 (2006).


� Al respecto STS (Civil) de 18 de julio de 2005, Recurso 1137/1999.


� SAP (Civil) murcia de 21 de febrero de 2006, Recurso 437/2005.


� Al respecto, por ejemplo, SSTSJ Cantabria de 16 de enero de 2006, Recurso 879/2005  y de 6 de marzo de 2006, Recurso 1078/2005.


� Por todas STSJ Castilla y León/Valladolid de 27 de marzo de 2006, Recurso 388/2006.


� Ya se citó al respecto SAP (Penal) Coruña de 16 de junio de 2006, Recurso 320/2005, condenando por falta de elaboración del plan de seguridad y salud laboral.


� Por ejemplo STSJ Cataluña de 11 de enero de 2006, Recurso 8821/2004, por falta de elaboración del plan de seguridad.


� SAP (Civil) de 21 de febrero de 2006, Recurso 437/2005, por falta de designación de coordinador – pese a que sí se realizó el estudio de salud laboral –,


� STS (Civil) de 3 de abril de 2006, Recurso 3100/1999.


� Véase la sentencia citada en nota precedente.


� SSTS (Civil) de 6 de marzo de 2006, RJ 1054 y de 13 de mayo de 2005, RJ 3996  y SAP (Penal)  Barcelona de 8 de marzo de 2000, ARP 1330.


� STS (Civil) de 3 de julio de 2006, RJ 3984.


� Al respecto STS (Civil) de 13 de mayo de 2005, RJ 3996.


� Véase con total claridad STS (Civil) de 7 de abril de 2006, Recurso 2804/1999.


� SAP (Penal) Alicante de 27 de julio de 2004, JUR 315360, especialmente interesante pues condena por el delito del artículo 316 CP cuando el accidentado era un trabajador autónomo en una obra de construcción. 


� Con anterioridad se ha sostenido la solución contraria precisamente por la falta de previsiones específicas al respecto, tanto en materia de infracciones administrativas como en cuanto al recargo. En ese sentido Moreno Márquez, A. Los servicios de prevención, op. cit. páginas 234 y 235.


� Es evidente que las entidades que actúan como servicios de prevención externos pueden ser condenadas solidariamente con el empresario. Al respecto Garrigues Giménez, A. "Accidente de trabajo y responsabilidad civil del empresario y del servicio de prevención externo. Comentario a la SJS número 2 de Badajoz, de 23 de junio de 2003", Aranzadi Social, número 18,2003, disponible también en westlaw, BIB 1520. Sobre la cuestión también, por ejemplo, Moreno Márquez, A. Los servicios de prevención, op. cit. página 243.


� Un buen resumen de la cuestión que al respecto se plantea en Vasco Mogorrón, M.C. "Responsabilidad penal de las personas jurídicas", Aranzadi Penal, 2, 2000, disponible también en westlaw, BIB, 25.


� Como señalan SSTS (Penal) de 10 de mayo de 1980, RJ 1906, de 26 de julio de 2000, RJ 7920, de 10 de abril de 2001, RJ 6808, y con cita de numerosa jurisprudencia a la que me remito, SSAP (Penal) Cantabria de 31 de marzo de 2004, ARP 177 y Huelva de 28 de abril de 2004 JUR 200213. 


� Es importante STS (Penal) de 14 de julio de 1999, RJ 6180, que analiza, aunque brevemente y en relación con la responsabilidad civil, la discordancia entre el representante societario que figura como tal mercantilmente, pero que no ejerce en realidad como tal, y quien de verdad actúa como tal, aunque mercantilmente no conste como directivo. La sentencia, con buena lógica, confirma la condena a éste último. En el mismo sentido SAP (Penal) Alicante de 27 de abril de 2006, JUR 184001, razonará para condenar al gerente de una sociedad que pese a que este alega ser un mero testaferro no ha quedado acreditada tal condición.


� Al respecto, por ejemplo, absolviendo pues no se acredita relación o conocimiento de los hechos STS (Penal) de 10 de abril de 2001, Recurso 3635/1999 y SSAP León de 3 de junio de 2004, JUR 180092 y Barcelona de 22 de enero de 2003, ARP 138. En cambio, condenando pues se razona el necesario conocimiento y relación con los hechos, por ejemplo, STS (Penal) de 5 de septiembre de 2001, RJ 8340 y SSAP (Penal) Madrid, de 18 de junio de 2003, ARP 773 y Huelva de  28 de abril de 2004, JUR 200213 y las que se citan a continuación.


Adicionalmente alguna sentencia aludirá al gerente como el responsable último del plan de riesgos de la empresa ante la falta de acusación de cualquier otro mando intermedio y aunque él no hubiese redactado el citado plan. Al respecto SAP (Penal) Murcia de 21 de febrero de 2006, Recurso 4/2006.


� STS (Penal) de 25 de abril de 2006, Recurso 2198/2003.


� SAP (Penal) Madrid de 20 de julio de 2006, Recurso 148/2005.


� STS (Penal) de 29 de julio de 2002, Recurso 3551/2000 y recientemente SAP (Penal) Murcia de 21 de febrero de 2006, Recurso 4/2006 y Zaragoza de 11 de mayo de 2006, Recurso 377/2005.


� Entre las recientes, por ejemplo, SAP (Penal) Barcelona de 10 de febrero de 2006, JUR 115596,  Ourense de 13 de marzo de 2006, Recurso 237/2005, Madrid de 24 de marzo de 2006, Recurso 61/2006.


� La afirmación de que la responsabilidad es en defecto del condenado lleva a que muchas sentencias impongan a los empresarios personas jurídicas una responsabilidad subsidiaria, como puede verse, por ejemplo, en SAP (Penal) Cantabria de 31 de marzo de 2004, ARP 177, pese a afirmar que se trata de una responsabilidad civil, regida por las reglas de ésta. Por el contrario existen precedentes que entienden que la responsabilidad, pese a la dicción literal de la ley, debe ser interpretada conforme a las pautas que rigen en la responsabilidad civil y por tanto establecerse en términos de solidaridad, como razona STS (Penal) de 14 de julio de 1999, RJ 6180.


� Conclusión a la que llega STSJ Castilla y León/Valladolid de 27 de marzo de 2006, Recurso 388/2006 y que en general parece correcta.


� Entre otras SSTS (Penal) de 10 de mayo de 1980, RJ 1906; de 2 de marzo de 1998, TOL  238786; de 12 de noviembre de 1998, RJ 7764; de 26 de julio de 2000, Recurso 4716/1998 (jefe de seguridad y prevención); de 10 de abril de 2001, RJ 6808; de 17 de mayo de 2001, TOL 32474; de 29 de julio de 2002, RJ 8826; y, en ocasiones con cita de numerosa jurisprudencia a la que me remito, SSAP (Penal) Madrid de 20 de julio de 2006, Recurso 148/2005 (jefe de grupo, coordinador de seguridad), de 24 de marzo de 2006, Recurso 61/2006 (jefe de producción y encargado de producción), de 16 de julio de 2004, JUR 270124 y de 29 de enero de 2003, JUR 109846; Zaragoza de 21 de marzo de 2006, Recurso 430/2004 (encargado); Lugo de 10 de febrero de 2006, Recurso 8/2006 (encargado de obra y de seguridad); Alicante de 27 de julio de 2004, JUR 315360 y de 29 de enero de 2003, ARP 211;  Barcelona de 1 de junio de 2004, JUR 209256;  Huelva de 28 de abril de 2004 JUR 200213; Tarragona de 13 de abril de 2004, JUR 152889; Cantabria de 31 de marzo de 2004, ARP 177; Sevilla de 24 de marzo de 2004, ARP 168 y de 12 de marzo de 2004, JUR 127049; Valencia de 19 de febrero de 2004, JUR 163892; Cuenca de 6 de febrero de 2003, ARP 473;  La Rioja de 21 de enero de 2003, ARP 214 y de 10 de noviembre de 2004, JUR 306387; Murcia de 26 de febrero de 2002, ARP 419. 


No obstante lo anterior, la conclusión parece pacífica en cuanto a las condenas por delitos de lesiones y homicidio, pero algunas opiniones dudan de la posibilidad de condena por el delito de riesgo del artículo 316 CP. Por ejemplo véase Lousada Arochena, J.F. "Las responsabilidades de los técnicos de prevención", op. cit., página 83.


La especial situación de los técnicos preventivos en cuanto a su responsabilidad ha sido objeto de diversos estudios de interés. Sólo a título de ejemplo y entre otros pueden verse:  Cordero Saavedra, L. “Las garantías y responsabilidades de los técnicos en prevención de riesgos laborales”, Aranzadi Social, Volumen V, 1998, páginas 429 a 446, y González Biedma, E. “Las responsabilidades de los técnicos de prevención” Prevención, Trabajo y Salud: Revista del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, número 2, 1999, páginas 4 a 11.


� Por ejemplo SSTS de 5 y 26 de septiembre de 2001, RJ 8340 y 9603 y  SSAP (Penal) Madrid de 20 de julio de 2006, Recurso 148/2005;  Barcelona de 26 de octubre de 2004, JUR 7807 (de 2005), León de 30 de septiembre de 2004, JUR 286283; Alicante de 27 de julio de 2004, JUR 315360; Huelva de 28 de abril de 2004, JUR 200213. Es especialmente interesante por el amplio análisis de las situaciones y competencias y responsabilidades de cada uno de estos profesionales SAP (Penal) Burgos de 28 de noviembre de 2003, ARP 116 ( de 2004). Un análisis doctrinal sobre la responsabilidad de arquitectos superiores, arquitectos técnicos y jefes de obra al amparo de diversos pronunciamientos doctrinales puede verse en Acale Sánchez, M. “Puesta en peligro de la vida y la salud de los trabajadores en el ámbito de la Construcción: análisis de la sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid 433/2005, de 27 de septiembre de 2005”, Revista de Derecho Social, número 35, 2006, páginas 201 y siguientes, especialmente páginas 212 a 219.


� SAP (Penal) Almeria de 13 de enero de 2006, Recurso 273/2005.


� SAP (Penal) Madrid de 1 de febrero de 2006, Recurso 432/2005.


� Por lo que se les pueden aplicar las mismas causas de atenuación de la responsabilidad que se aplican a los empresarios. Así, por ejemplo, degradando la imprudencia de un arquitecto técnico pues adoptó algunas medidas, aunque no todas las necesarias, SAP (Penal) Barcelona de 26 de abril de 2004, JUR 209820, o por concurrir imprudencia de los propios accidentados, SAP (Penal) de Orense de 14 de junio de 2004, ARP 627


� Al respecto SAP (Penal) Barcelona de 26 de octubre de 2004, JUR 7807 (de 2005) y Burgos de 28 de noviembre de 2003, ARP 116 (de 2004). En el mismo sentido SAP (Penal) Madrid de 20 de julio de 2006, Recurso 148/2005, en relación con un arquitecto que se limitó a realizar el proyecto en el que no se aprecian incorrecciones. STS (Penal) de 5 de septiembre de 2001, Recurso 3875/1999, razonará para exonerar a un arquitecto superior que la incorrección se produjo en relación con una muy concreta medida de seguridad, entendiendo que la responsabilidad al respecto se agota en el arquitecto técnico.


� SAP (Penal) Almeria de 13 de enero de 2006, Recurso 273/2005


� Por ejemplo en relación con el trabajador encargado de que nadie más tocase su  maquina SAP (Penal) Madrid, de 24 de marzo de 2006, Recurso 61/2006.


� Como se razona en STS (Penal) de 17 de mayo de 2001, TOL 32474.


� Al respecto, absolviendo pues no se acredita relación con los hechos STS (Penal) de 10 de abril de 2001, Recurso 3635/1999 y SSAP León de 3 de junio de 2004, JUR 180092; Madrid de 4 de mayo de 2004, JUR 246926 y Barcelona de 22 de enero de 2003, ARP 138. En cambio, condenando por la relación con los hechos, por ejemplo, STS (Penal) de 5 de septiembre de 2001, RJ 8340 y SSAP (Penal) Madrid, de 18 de junio de 2003, ARP 773; Valencia de 19 de febrero de 2004, JUR 163892 y Huelva de  28 de abril de 2004, JUR 200213.


� Por citar algún ejemplo SAP (Penal) Madrid de 1 de febrero de 2006, Recurso 432/2005 (encargado de obra), Lugo de 6 de febrero de 2006, Recurso 127/2005 (maestro de taller), Lugo de 10 de febrero de 2006, Recurso 8/2006 (arquitecto y arquitecto técnico), etc.


� SAP (penal) Madrid de 16 de julio de 2004, JUR 270124; Vizcaya de 18 de enero de 2001, ARP 655.


� SAP (penal) León de 15 de junio de 2001, TOL s/n.


� STS (Penal) de 5 de septiembre de 2001, Recurso 3875.


� SAP (Penal) Alava de 4 de abril de 2006, Recurso 62/2006.


� STS (Penal) de 4 de junio de 2006, Recurso 3307/2000, en relación con un jefe de obra que desconocía totalmente que el día anterior inició sus trabajos sin ninguna formación un trabajador menor.


� Por citar sólo algunos ejemplos, STS (Civil) de 3 de abril de 2006, Recurso 3100/1999 (encargado de obra y seguridad),  15 de julio de 2002, RJ 5911; de 21 de febrero de 2002, RJ 2894 y de 13 de diciembre de 2001, RJ 9354; SAP (Civil) Pontevedra de 9 de marzo de 2006, Recurso 39/2006 (jefe de obra),  etc. 


� Al respecto, por ejemplo, STS (Civil) de 26 de octubre de 2006, JUR 256113 (compañero que maneja imprudentemente una maquina) y SAP (Civil) Murcia de 21 de febrero de 2006, Recurso 437/2005 (compañero que usa imprudentemente una llave inglesa)


� Por ejemplo STS (Civil) de 3 de abril de 2006, Recurso 3100/1999 y STSJ Castilla y León/Valladolid de 27 de marzo de 2006, Recurso 388/2006.


� Por todas STS de 22 de enero de 2003, RJ 566, que considera que en estos casos la responsabilidad sería más bien de los vigilantes de seguridad y del jefe de obra. En parecidos términos SSTS (Civil) de 30 de junio de 2005, RJ 6452 y de 16 de marzo de 2005, Recurso 4001/1998.


� Al respecto absolviendo a ambos porque el accidente nada tuvo que ver con las tareas propias del arquitecto técnico ni del arquitecto superior, STS de 27 de octubre de 2005, RJ 7357.


� No es correcta, pues, alguna sentencia, como SAP (Penal) Teruel, de 31 de enero de 2000, que, confundiendo al delegado de prevención con el antiguo vigilante de seguridad, le considera responsable no del delito de riesgo, pues nunca su conducta encajaría en la conducta típica de “no facilitar”, pero si de las lesiones al no haber impedido el trabajo lo que, según la sentencia, “debió” hacer. Como se ha visto, precisamente, es ese deber en el que en términos jurídicos es muy discutible, por más que luego sus representados le consuren, en su caso, por su mala actuación en la defensa de sus derechos.


� Como expone Moliner Tamborero, G. “La responsabilidad civil empresarial derivada del incumplimiento de las previsiones contenidas en la Ley 31/1995, de prevención de riesgos laborales”, op. cit. página 408.


� Un análisis acerca de la posición de estos sujetos en relación con su posible condición de empresarios infractores en el recargo de prestaciones puede verse en  Rivas Vallejo, P. “La responsabilidad empresarial en materia de seguridad social en caso de riesgos profesionales”, en AA.VV. (Pumar Beltrán N. coordinadora) La responsabilidad laboral del empresaio: siniestralidad laboral, op. cit. páginas 189 a 194


� STS (Penal) de 25 de abril de 2005, Recurso 2198/2003.


� Como razonan con total claridad STS de 7 de febrero de 2003, Recurso 1663/2002 y SAP (Penal) Coruña de 16 de junio de 2006, Recurso 320/2005.


� Como razona, por ejemplo, STS (Civil) de 4 de julio de 2005, Recurso 52/1999


� Al respecto STSJ Asturias de 24 de enero de 2003, AS 1717. Un comentario a la misma puede verse en Igartua Miró, Mª. T., "Empresa usuaria, responsabilidad contractual por accidente de trabajo y contrato de seguro. Comentario a la STSJ de Asturias de 24 de enero de 2003", Aranzadi Social, 10, 2003, disponible también en westlaw, BIB 1031.
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